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RESUMEN 

 

En el presente estudio de caso analiza la vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela 

Judicial Efectiva y Seguridad Jurídica, por parte de quien ejerce la titularidad del ejercicio de 

la acción penal pública siendo esta la Fiscalía mediante el Agente Fiscal, no realizo una 

investigación apegado a lo que dentro de sus atribuciones conferidas en el ordenamiento 

jurídico debe realizar la “investigación pre procesal y procesal penal, de oficio o a petición de 

parte, labor que debe desempeñarla bajos los principios de oportunidad y mínima intervención 

penal” (2014). Acciones que dentro de la causa N° 02281-2017-00270G, por el delito de 

violación, se enmarcan en una vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela Judicial Efectiva y 

Seguridad Jurídica que cuenta el procesado, ya que al mismo no se ha negado el derecho a la 

defensa al no requerir su versión que pueda contradecir lo manifestado con la víctima y los 

resultados de las investigaciones, mencionando además que el principio de contradicción es un 

principio fundamental del derecho penal y de la realización de un juicio justo.  

Todo el Sistema de la Administración de Justicia debe regirse en base a los principios 

y reglas previamente establecidos los cuales permiten que no se lleguen a determinar posibles 

vulneraciones de Derechos como son que se analizará en el presente estudio de caso.   

El Sistema en el que se halla consagrado la Administración de Justicia en el País, no 

permite la intromisión o el impulso de los jueces dentro de los procesos judiciales ya que el 

Sistema Acusatorio Adversarial abre la posibilidad que sean las partes quienes como 

adversarios siendo una de ellas acusador en el caso de Fiscalía, den impulso al proceso.  

En el marco del ejercicio de las funciones de la Fiscalía, deberá ser siempre con una 

mirada objetiva en el que su criterio no se debe inclinar , ni dejarse llevar, por dadivas, ni 

lágrimas, la objetivad como un principio fundamental de Derecho Penal y de la labor Fiscal, 

permite que se realice una investigación en la que se encuentren elementos de cargo y de 
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descargo, ya que su función no solo es acusatorio, y en si buscar los elementos para poder 

emitir su acusación, su función debe estar orientada a la búsqueda de la verdad de lo que 

realmente aconteció en la relación de los hechos.  

En el estudio de caso se manejó las siguientes metodologías de investigación, 

documental, descriptiva y cualitativa, siendo estas a las adecuadas para la realización del 

estudio del presente caso en donde se analiza la vulneración del Derecho a la Defensa, Tutela 

Judicial Efectiva y Seguridad Jurídica, es por esta razón que el uso de la  metodología 

documental permitió la búsqueda y posterior análisis de información localizada en libros, 

revistas, artículos, trabajos de investigación de conocimiento jurídico, que permitió en mejor 

entendimiento jurídico y doctrinario de Derecho a la Defensa, Tutela Judicial Efectiva y 

Seguridad Jurídica, que va de la mano con la metodología de investigación descriptiva que 

permitió la descripción de los fenómenos o problemas existentes en el estudio de caso, en 

relación a la actividad del órgano jurisdiccional encargado del conocimiento y análisis objetivo 

de la causa para su resolución en el presente caso de violación a una menor de edad con 

discapacidad, siendo necesaria la apreciación de las dimensiones, características y las 

cualidades que tiene el objeto de estudio, que permitió llegar a una comprensión absoluta en 

torno al impacto de los resultados obtenidos.  
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

 

• Debido Proceso. – El debido proceso es un derecho fundamental que comprende 

principios y garantías que son indispensables en un proceso judicial, con la finalidad de 

alcanzar una resolución sustancialmente justa y basada en derecho (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

• Derecho a la Defensa. – Es un derecho fundamental e imprescriptible en un debido 

proceso que tiene una persona natural o jurídica para defenderse ante un tribunal de 

justicia de los cargos que se le han imputado, con una intervención efectiva de igualdad 

de derechos y contradictoria, evitando un desequilibrio entre las partes que podrían 

originar indefensión. (Guardia, 1996) 

• Seguridad Jurídica. – Es un derecho creado por el estado para dar orden al mismo, se 

basa en el respeto a la Constitución y a las normas existentes, la cual garantiza a las 

personas una plena certeza de las consecuencias jurídicas por su accionar jurídico o por 

omisión de lo que establece el ordenamiento jurídico. (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008) 

• Tutela Judicial Efectiva. – Es un derecho que tenemos todas las personas al libre 

acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, se considera como un principio para 

la administración de justicia quienes serán los encargados de proteger el derecho que 

ha sido vulnerado. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 

• Investigación Previa. – Es considerada como fase pre procesal, es la primera fase del 

proceso penal que se encuentra bajo la dirección exclusiva del Fiscal, aquí se reunirán 

elementos de convicción, de cargo y de descargo, los cuales le ayudan al Fiscal a tomar 

una decisión si formula o no la imputación. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) 
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• Medidas de Protección. – Son disposiciones y órdenes dictadas por la autoridad 

competente creadas para brindar apoyo y protección, a fin de garantizar y precautelar 

los derechos del cuidado que ha sido víctima de una agresión. (Cabanellas, 1979) 

• Instrucción Fiscal. – Es la etapa en la que el Fiscal expone ante el Tribunal Penal, la 

identificación pormenorizada de cada uno de los elementos probatorios, los que le 

permitirán a las autoridades conocer sobre la responsabilidad del imputado en la 

comisión del delito. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) 

• Elementos de Convicción. – Los elementos de convicción son aquellos indicios, 

sospechas y actos investigativos que realiza Fiscalía en la fase de investigación previa, 

para calificar el tipo penal. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) 

• Prueba. – La prueba es un medio que permite a las partes poder presentar sus 

alegaciones dentro del proceso sobre los hechos, tiene como objetivo llevar al juez a un 

convencimiento de los hechos y las circunstancias materia de la infracción de las partes 

procesadas. Es decir, es la acción que tienen las partes para probar su teoría del caso. 

(Código Orgánico Integral Penal, 2014) 

• Persona Procesada. – Es considerada persona procesada a cualquier persona natural o 

jurídica, contra la cual Fiscalía formule cargos. La persona procesada tendrá la potestad 

de ejercer todos los derechos establecidos en la Constitución y los Tratados 

Internacionales de Derechos Humanos. (Código Orgánico Integral Penal, 2014) 

• Víctima. – Es la persona física que directa o indirectamente ha sufrido daño alguno a 

sus derechos producto de una violación de derechos humanos o de la comisión de un 

delito. (Cabanellas, 1979) 
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INTRODUCCIÓN 

 

El Estado ecuatoriano tras la promulgación de la “Constitución de la República del 

Ecuador” en el año 2008 se convirtió en un “Estado Constitucional de derechos y justicia”; la 

idea básica de esta denominación ha convertido al Estado en el principal responsable de velar 

por el pleno goce y ejercicio de los derechos, a través de sus órganos y dependencias quienes 

serán los encargados de hacer respetar los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos. 

El debido proceso se localiza vigente en el artículo 76 y de modo concreta para procesos 

penales en el artículo 77 de nuestra Constitución, los cuales hacen realidad un proceso justo e 

imparcial, instituyendo un conjunto de garantías dispuestas de ordinarias, cuyo fin primordial 

es hacer respetar los derechos fundamentales. 

El debido proceso es un principio general del derecho, que se ha constituido como pilar 

por excelencia del derecho procesal, aplicable a todos los procesos jurisdiccionales, que 

engloba un conjunto de garantías que consiste en el respeto y aplicación de varias normas 

procesales que tienden a la consecución de un juicio justo, que se desarrolla bajo el amparo del 

Ordenamiento Jurídico Ecuatoriano y de los Pactos Internacionales. 

El objeto de estudio del caso se centra en la inadecuada actuación de Fiscalía, en el que 

se ha dejado de efectuar diligencias básicas para el pleno ejercicio del derecho a la defensa, se 

ha inobservado las reglas establecidas en el Código Orgánico Integral Penal, es así que se ha 

contravenido el principio procesal contemplado en el Artículo 5 numeral 21 del código 

mencionado, no ordenando notificar a rendir versión al sospechoso, dado el caso se está 

vulnerando el principio de objetividad y como tal tiene afectación en el derecho a la defensa 

provocando indefensión, ya que esta versión puede influir en la decisión del proceso. 
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CAPÍTULO I 

 

1. PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

1.1 PRESENTACIÓN DEL CASO 

 

• Caso N°: 02281-2017-00270G 

• Dependencia Judicial: Unidad Penal del Cantón Guaranda. 

• Instrucción Fiscal N°: 020101817030655 

• Materia: Penal 

• Líneas de investigación: Criminología, Ciencias Forenses y Seguridad 

Ciudadana 

• Tipo de delito: Violación 

• Lugar: Ciudad de Guaranda, Provincia Bolívar 

• Denuncia (Noticia Criminis): Denuncia  

• Procesado o Sospechoso: Carlos Efraín Punina Moposita 

• Sentencia: Culpabilidad 

• Año de la causa: 2017 

• Año de Estudio: 2022 - 2023 
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1.2 FENOMENOS DE LOS HECHOS O DEL CASO 

 

El 02 de febrero del 2017, a las 17:20:56 se presentó una denuncia formal oral realizada 

por la señora Rea Quingaguano Olga Mercedes, tía de la presunta víctima, presentada en la 

Fiscalía de la Ciudad de Guaranda, Provincia Bolívar, (la victima de 16 años, al ser menor de 

edad y por cuidar su derecho a la intimidad procesal nos referiremos de ahora en adelante con 

las iniciales de sus nombres E. J. R. A). La señora Olga Mercedes Rea Quingaguano el día 

jueves 12 de enero del 2017, alrededor de las 14H00 llego a su domicilio ubicado en la 

Parroquia Guanujo, Barrio Mantilla, junto al Convento de las Misioneras Lauritas, al ingresar 

a su domicilio se encuentra con su sobrina de iniciales E. J. R. A, quien le comenta que ya no 

quiere seguir viviendo en la casa porque Carlos Punina Moposita, la menor le comento que la 

noche anterior él entro a su hogar y le había violado, además su sobrina tiene capacidad 

diferente (intelectual) del 32%.  

Fiscalía Provincial de Bolívar da inicio a la Investigación Previa disponiendo la práctica 

de las siguientes diligencias: 1) Examen Médico Legal Ginecológico a la presunta víctima, 2) 

Evaluación de Entorno Social, 3) Examen Médico Psicológico, 4) Mini-Examen Cognoscitivo 

(Lobo et al, 1079), 5) “Escala de Autoevaluación para la Depresión de ZUNG” (SDS). Las 

demás diligencias tendientes al esclarecimiento del presente hecho. 

En la “Audiencia de Formulación de Cargos” el Juez mencionada que faltan algunas 

diligencias como es hacer un llamado para que rinda la versión anticipada del sospechoso 

Carlos Efraín Punina Moposita, caso omiso se estaría vulnerando los derechos del procesado, 

al no existir impulso por parte del Fiscal se estaría cayendo en indefensión; la solicitud de 

diligencias como es el examen psiquiátrico a pedido del sospechoso a la presunta víctima E. F. 
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R. A. En vista de que existe una afectación a los derechos del sospechoso se va a mantener en 

Investigación Previa.  

Al mantenerse en Investigación Previa Fiscalía hace caso omiso a las diligencias 

pedidas por el Juez, mencionadas en el párrafo anterior, que es el llamado a rendir versión en 

la fase de investigación previa. Fiscalía dentro de sus atribuciones solicita Audiencia de 

Formulación de Cargos, revisado el expediente no existe impulso Fiscal donde se señale la 

versión de Carlos Efraín Punina Moposita; en cuanto al Examen Psiquiátrico a la víctima 

Fiscalía ha dispuesto el examen con previa consignación al pago de un perito que será 

designado, con el fin de determinar si existe afectación por el abuso perpetrado. A fin de que 

el sospechoso no quede en indefensión se mantiene en Investigación Previa. Una vez evacuadas 

las diligencias correspondientes Fiscalía podrá solicitar “Audiencia de Formulación de 

Cargos”.  

Durante la “Audiencia de Formulación de Cargos”, Fiscalía en su facultad da inicio a 

la Instrucción Fiscal en contra de Carlos Efraín Punina Moposita por el delito de violación, el 

tiempo de la misma será de noventa días; en cuanto a las Medidas Cautelares Fiscalía, así como 

la Defensa de la víctima han solicitado prisión preventiva, la cual es negada y se dicta las 

siguientes medidas cautelares: Prohibición a Carlos Efraín Punina Moposita de ausentarse del 

país para efecto del mismo se oficiará a migración y obligación de presentarse una vez a la 

semana ante la Unidad Penal del Cantón Guaranda. 

La Defensa del Procesado menciona que una vez analizado el reconocimiento Médico 

Legal a nivel genital no existe una laceración, por lo que este elemento no es suficiente para 

que se pueda determinar que ha existido acceso carnal en contra de la presunta víctima o 

resistencia por parte de la misma; el tipo de discapacidad intelectual que tiene la presunta 

víctima es del 32%, porcentaje que le hubiese permitido defenderse, en la valoración 
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psicológica realizada a la presunta víctima no hay trastorno psicológico lo que desvirtúa como 

elemento suficiente.  

Fiscalía pide rendir versión de la Psicóloga Andrea Ganchala Gutiérrez, quien realizo 

un cuadro clínico a la menor E. J. R. A. a sus 14 años, quien manifiesta que tiene un coeficiente 

intelectual de sesenta puntos el cual equivale a un retraso mental de tipo leve, presenta 

problemas de aprendizaje, la comprensión mental que tiene no está acorde a la edad presenta 

dos años de retraso, realiza actividades con dificultad y bajo supervisión, se encuentra 

desorientada en espacio, dificultad para hacer ordenes, tiene dificultad de compresión, siendo 

todo esto consecuencia de una asfixia al momento de nacer. Durante el interrogatorio la 

psicóloga menciona que la menor no tiene capacidad de consentir relaciones sexuales porque 

es manipulable, por su condición intelectual es una persona vulnerable ante un acto que vulnere 

su integridad sexual; además, de acuerdo a su criterio profesional considera que no es necesaria 

la valoración psiquiátrica, ya que la valoración debe ser realizada por el psicólogo calificador 

de discapacidades. 

Dra. Mariela Pazmiño Navas comparece a rendir versión, quien menciona que no fue 

posible realizar la valoración para el proceso de calificación de discapacidad de la adolescente 

E. J. R. A. debido a que ella califica discapacidad física mas no discapacidad intelectual. 

Concuerda que no es necesaria la intervención psiquiátrica, ya que la única psicóloga calificada 

de discapacidades en el cantón Guaranda es la Dra. Lorena Ganchala, quien ya dio la valoración 

a la adolescente. 

Fiscalía dispone el cierre de la “Instrucción Fiscal” y solicita que se señale día y hora a 

fin de que se realice la Audiencia. Dentro de la “Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de 

Juicio” el Ab. Gino Realpe Defensor del procesado menciona que dentro del proceso se han 
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evidenciado vicios de procedimiento, en ninguno de los impulsos fiscales se dispone en 

notificar a Carlos Punina a que se recepte su versión. 

Una vez que han sido escuchada las partes el Juzgador se pronuncia en derecho sobre 

la existencia o no de una decisión sobre la nulidad de la causa, la nulidad se dará cuando se 

provoque indefensión o pueda influir en la decisión del proceso; 1) Se ha violentado el derecho 

a la defensa del sospechoso; 2) El testimonio practicado se ha realizado sin la presencia del 

sospechoso; 3) La versión del procesado no ha sido receptada; 4) No se ha notificado a la 

defensa para la recepción de versiones, con la falta de notificación a la defensa técnica se ha 

vulnerado el “derecho a la defensa”.  

En el caso se ha determinado que Fiscalía no ordeno notificar a rendir versión se está 

vulnerando el principio de objetividad y como tal tiene afectación en el derecho a la defensa 

provocando indefensión, ya que esta versión puede influir en la decisión del proceso. De haber 

dentro del sistema oral un principio básico se declara la nulidad del proceso a partir de Fs. 20, 

a partir de las diligencias ordenadas por Fiscalía, siendo válido el procedimiento donde se inicia 

la fase de investigación y declarando la nulidad al momento en que se produce. Las diligencias 

practicadas por Fiscalía gozaran de validez protegiendo los derechos que tiene la víctima. 

Dentro de la investigación previa a fin de desentrañar los hechos que han sido 

denunciados se recepta la versión de Carlos Efrain Punina Moposita manifiesta que es inocente, 

ya que en esa fecha se encontraba realizando trabajos agrícolas de preparación de la tierra para 

la siembra de arroz y maíz, en la provincia de los Ríos, en el recinto la Paulina, juntamente con 

su familia, peones y el ingeniero propietario de la maquina en la propiedad de su padre, con lo 

que puede justificar es con facturas que se encuentran a su nombre de compras agrícolas que 

realizo el 9 y 11 de enero del 2017. Declara conocer a la señora Olga Rea y a la presunta 

víctima, desconoce que tenga una discapacidad, el paradero y no ha tenido contacto alguno con 



23 
 

la víctima. En las versiones receptadas de los testigos del procesado han mencionado que 

Carlos Punina se encontraba con ellos trabajando en las fechas 9 y 11 de enero del 2017, uno 

de ellos comenta que el 11 de enero el señor Carlos Punina realizo una compra y la factura 

emitida a su nombre. 

Una vez realizada la “Audiencia de Formulación de Cargos”, Fiscalía resuelve dar 

inicio a la etapa de “Instrucción Fiscal” haciendo uso de su facultad discrecional la duración 

de la Instrucción Fiscal será de 90 días 

Al dar inicio a la Instrucción Fiscal se solicitan las siguientes diligencias. -1) 

Documentación referente a la calificación de discapacidad de la Srta. E. J. R. A por la Dra. 

Lorena Ganchala y que se recepte su versión para el esclarecimiento del hecho denunciado; 2) 

Versiones ampliatorias sobre los hechos investigados por los implicados; 3) Informes 

ampliatorios; 4) Pericia Evaluatoria al entorno familiar y social de la víctima; 5) 

Reconocimiento del lugar de los hechos; 6) Se practique la diligencia de extracción de 

información de la “Dirección Provincial del Servicio de Rentas Internas de Bolívar”. 

Fiscalía en la Audiencia Preparatoria y Evaluatoria de Juicio fundamenta su dictamen 

acusatorio, en el que acusa a Carlos Efraín Punina Moposita como responsable del delito 

tipificado en el Artículo 171 del COIP, así como anunció los medios de prueba hacer 

practicados en la “Audiencia de Juicio”. 

Durante la Audiencia de Juicio en el alegato de apertura Fiscalía como la Defensa de la 

víctima mencionan que lo que se va a demostrar que los hechos ocurridos cumplen con los 

parámetros establecidos en el Artículo 171 del COIP perpetuados por Carlos Efraín Punina 

Moposita; por otra parte, la Defensa del procesado en su teoría inicial mantiene que va a 

demostrar que su defendido no se encontraba en el lugar de los hechos. En cuanto a la práctica 

de la prueba Fiscalía presento pruebas testimoniales, pruebas documentales; la defensa del 
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procesado presento pruebas testimoniales. En los alegatos de clausura, fiscalía por su parte 

menciona, la víctima indica que ha sido violada el 11 de enero del 2017 alrededor de las 7 horas 

lo cual ha sido corroborado por los testimonios de los peritos en la prueba material, existe 

contradicción en el testimonio del procesado, la madre y el ingeniero (testigos del procesado), 

por lo que solicita se emita sentencia condenatoria por haber adecuado su conducta al Artículo 

171 del COIP contra el señor Carlos Efraín Punina Moposita; la defensa de la victima 

concuerda con lo mencionado anteriormente, los detalles mencionados en los testimonios son 

poco creíbles y contradictorios; la Defensa del procesado, al respecto expresa que a pesar de 

ser un himen elástico el perito debe establecer la presencia de equimosis o huellas al tratarse 

de un hecho violento, por lo que fiscalía no actúa con objetividad, la presunta víctima menciono 

que le agarro a la fuerza de las manos y la tía menciono que no hay ningún tipo de lesión en 

sus muñecas, además el Dr. Mauricio Guachilema determino que no se desencadeno trastorno 

psicológico alguno, por el testimonio no se ha comprobado que se ha violentado la seguridad 

de la casa, menciona que su defendido ha sido claro en indicar las actividades que realizo el 

día de dicho acto con lo que corroboraron los testigos, por lo que solicita se “ratifique el estado 

de inocencia” de su defendido. 

Por las consideraciones expuestas anteriormente, el Tribunal de Garantías Penales de 

Bolívar, resuelve: Declara culpable con grado de Autor del delito determinado en el Artículo 

171 inciso primero, numeral 1 en concordancia el Artículo 42.1 literal a y 47 numeral 11 del 

COIP a Carlos Efraín Punina Moposita, imponiéndole la pena privativa de libertad de 

veintinueve años cuatro meses, siendo descontado el tiempo que ha permanecido detenido por 

la misma causa; una multa de $600 SBU y la reparación integral de $500,00 dólares de los 

Estados Unidos de América, se dispone el tratamiento psicológico a la víctima en el Ministerio 

de Inclusión Social (MIESS). 
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Consecuentemente en la fase de investigación previa se evidenció que Fiscalía en los 

impulsos fiscales no ha dispuesto la recepción de la versión del sospechoso, actuación que ha 

violado el trámite previsto en la ley, se ha dejado de efectuar diligencias básicas para el pleno 

ejercicio del derecho a la defensa, ha inobservado Fiscalía las reglas establecidas en el COIP 

para el procedimiento del ejercicio público de la acción, es así que se ha contravenido el 

principio procesal contemplado en el artículo 5 numeral 21 del mismo código, referente a la 

objetividad, que de manera clara establece “En el ejercicio de su función el o la fiscal adecuara 

sus actos  a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los derechos de 

las personas. Se encargará de investigar no solo actos que agraven la responsabilidad de la 

persona procesada, sino los que eximan o atenúen de responsabilidad”.  

En base a dicho principio es fundamental contar con la versión del sospechoso o 

procesado, para que pueda ejercer su derecho a la defensa, esta versión puede influir en la 

decisión del proceso. Además de la violación del principio de objetividad, se ha inobservado 

disposiciones legales y constitucionales que afectan la validez de la causa y vician el 

procedimiento, conllevando una afectación a la defensa del procesado.  

Es así que el juzgador declara la nulidad del proceso a partir de fojas 20, por haberse 

en la sustanciación del proceso violado el trámite previsto en la ley y por la existencia de un 

vicio de procedimiento que afectado la validez del proceso conlleva a una violación al derecho 

a la defensa.  
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1.3 OBJETIVOS DEL ESTUDIO DE CASO  

 

1.3.1 Objetivo general 

Analizar la causa N° 02281-2017-00270G, por el delito de violación en la Unidad 

Judicial Penal del Cantón Guaranda, respecto a la vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela 

Judicial Efectiva y Seguridad Jurídica que cuenta el procesado. 

1.3.2 Objetivos específicos 

• Argumentar jurídica y doctrinariamente, el Derecho a la Defensa, en el 

estándar de ser informada de forma previa y detallada de las acciones y procedimientos 

formuladas en su contra. 

• Determinar la relevancia de la Tutela Judicial Efectiva por parte de los 

operadores de justicia en la presente causa. 

• Establecer la importancia del derecho al debido proceso y la aplicación 

de las garantías constitucionales del derecho a la defensa. 
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CAPÍTULO II 

2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

 

La “Constitución de la República” define al Ecuador como un estado “constitucional 

de derechos y justicia”, es así que la Constitución ha sido considerada como garantista de 

derechos, debido a sus amplias garantías estipuladas en su Artículo 3 como es “garantizar sin 

discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la normativa 

constitucional y en los instrumentos internacionales” (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008).  

Es importante mencionar que en todo proceso se asegurará el derecho al debido proceso 

que incluirá en las garantías básicas el derecho a la defensa, establecido en el Artículo 76 literal  

“…a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 

procedimiento, para tal efecto el juez debe acoger las medidas que sean necesarias para 

garantizar el derecho a la defensa. c) Ser escuchado en el momento oportuno y en 

igualdad de condiciones” (2008).    

El derecho a la defensa incluye en el Artículo 77 numeral 7 literal  

“… a) Ser informada, de forma previa y detallada, en su lengua propia y en lenguaje 

sencillo de las acciones y procedimientos formulados en su contra, y de la identidad de 

la autoridad responsable de la acción o procedimiento. b) Acogerse al silencio. c) Nadie 

podrá ser forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar 

su responsabilidad penal” (2008). 

Con lo mencionado anteriormente es necesario contar con el tiempo y los medios 

apropiados para una defensa justa, ser oídos en igualdad de condiciones, los procedimientos 

deben ser públicos, ser asistido por un defensor público, prohibición de ser interrogado sin la 
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presencia de un abogado. De suponer lo contrario, implicaría caer en una indefensión, que 

acarrearía una limitación a los medios de defensa ante la actuación indebida de los órganos de 

justicia. 

Es por ello que el juez debe ser garantista de derechos y de justicia, el reconocimiento 

de la Constitución y la fuerza normativa que tiene le da al juez y a la función judicial la tarea 

directa de aplicar la normativa constitucional, consolidándose como un garante de los derechos 

constituidos en la misma. 

El Código Orgánico de la Función Judicial, establece: 

“…Art. 5.- PRINCIPIO DE APLICABILIDAD DIRECTA E INMEDIATA DE LA 

NORMA CONSTITUCIONAL. –Las juezas y jueces, las autoridades administrativas 

y las servidoras y servidores de la Función Judicial, aplicarán directamente las normas 

constitucionales y las previstas en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos cuando estas últimas sean más favorables a las establecidas en la Constitución, 

aunque las partes no las invoquen expresamente” (Código Orgánico de la Función 

Judicial, 2009). 

La tutela judicial efectiva, imparcial y expedita, se establece en la Constitución en el 

Artículo 75 y a su vez se encuentra garantizada por los principios aplicables a todos los 

derechos, la Constitución menciona:  

“…Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela judicial 

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios 

de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento 

de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley” (Constitución de la República 

del Ecuador, 2008). 
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En este sentido la tutela judicial efectiva es un derecho que garantiza a las personas el 

acceso a la administración de justicia y que los administradores de justicia deben adecuar sus 

obligaciones a los parámetros constitucionales, para la plena satisfacción de esta garantía. 

Además, esta normativa en el Artículo 82 hace mención a el derecho a la seguridad 

jurídica el cual se fundamenta en el respeto a la Constitución y existencia de normas jurídicas; 

es decir, a través del derecho el Estado garantiza a todas las personas la certeza y el 

conocimiento de las consecuencias jurídicas que puede tener por su accionar ante una norma 

que impone, permite o prohíbe; para que exista una seguridad jurídica es necesaria la presencia 

de la norma y la eficacia en su aplicación. 

El COIP determina al tipo penal en el Artículo 171 y establece que “la violación es el 

acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril ya sea por vía oral, vaginal o 

anal; así como la introducción de objetos o dedos a una persona de cualquier sexo. La persona 

que cometa dicho acto será sancionada con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós 

años” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

El Artículo 580 establece la finalidad que tiene la fase de “Investigación Previa”, en 

esta fase Fiscalía reunirá todos los “elementos de convicción de cargo y de descargo”, que le 

permita al Fiscal tomar la decisión de formular o no la imputación y de ser el caso preparar su 

defensa. Las diligencias investigativas que sean practicadas por el Fiscal le permitirá 

determinar si la conducta investigada es delictuosa o desestimar de la misma. En el presente 

estudio la Fiscal entre las diligencias a investigar durante la Investigación Previa hace una 

omisión al momento de notificar a rendir versión se está vulnerando el principio de objetividad 

y como tal tiene afectación en el derecho a la defensa provocando indefensión, ya que esta 

versión puede influir en la decisión del proceso. 
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Dentro del sistema oral una de las garantías de toda persona es el derecho a la defensa 

cuando este se encuentra dentro de un proceso, a ser escuchados en el momento oportuno en 

igualdad de condiciones, así como presentar ante Fiscalía elementos de cargo y de descargo 

para su defensa; Fiscalía en base al Art. 5 numeral 21 le corresponde investigar no solo los 

hechos que puedan agravar la situación del sospechoso sino atenuantes o aquel que pueda 

extinguir.  
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2.1 ANTECEDENTES 

 

Antes de entrar en consideración es importante mencionar que la denuncia se encuentra 

establecida en el: 

“Artículo 421 del COIP, denuncia. – La persona que llegue a conocer que se ha 

cometido un delito de ejercicio público de la acción, podrá presentar su denuncia ante 

la Fiscalía, al personal del Sistema especializado integral de investigación, medicina 

legal o ciencias forenses o ante el organismo competente en materia de tránsito. La 

denuncia será pública, sin perjuicio de que los datos de identificación personal del 

denunciante, procesado o de la víctima, se guarden en reserva para su protección. 

Cualquier persona podrá presentar una denuncia en el caso de infracciones que afecten 

derechos colectivos, difusos o de la naturaleza” (Código Orgánico Integral Penal, 

2014). 

Es así que el 02 de febrero del 2017, a las 17:20:56 se presentó una denuncia formal 

oral realizada por la señora Rea Quingaguano Olga Mercedes, tía de la presunta víctima, 

presentada en la Fiscalía de la Ciudad de Guaranda, Provincia Bolívar, (la victima de 16 años, 

al ser menor de edad y por cuidar su derecho a la intimidad procesal nos referiremos de ahora 

en adelante con las iniciales de sus nombres E. J. R. A). La señora Olga Mercedes Rea 

Quingaguano el día jueves 12 de enero del 2017, alrededor de las 14H00 llego a su domicilio 

ubicado en la Parroquia Guanujo, Barrio Mantilla, junto al Convento de las Misioneras 

Lauritas, al ingresar a su domicilio se encuentra con su sobrina de iniciales E. J. R. A, quien le 

comenta que ya no quiere seguir viviendo en la casa porque Carlos Punina Moposita, la menor 

le comento que la noche anterior él entro a su hogar y le había violado, además su sobrina tiene 

capacidad diferente (intelectual) del 32%. 
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Fiscalía Provincial de Bolívar en conformidad a lo dispuesto en la Constitución de la 

República del Ecuador en el Artículo 195 y en concordancia con el Artículo 583 del Código 

Orgánico Integral Penal, la Fiscalía da inicio a la Investigación Previa disponiendo la práctica 

de las siguientes diligencias: 1) Examen Médico Legal Ginecológico a la presunta víctima, 2) 

Evaluación de Entorno Social, 3) Examen Médico Psicológico, 4) Mini-Examen  Cognoscitivo 

(Lobo et al, 1079), 5) “Escala de Autoevaluación para la Depresión de ZUNG” (SDS). Las 

demás diligencias tendientes al esclarecimiento del presente hecho. 

Durante la Investigación Previa encaminada a la obtención de elementos de convicción 

se realizaron las siguientes diligencias: 1) Informe Forense Delitos Sexuales de la Dra. Maglena 

Somonte Hernández, en el que concluye que al realizar el examen físico y específicamente de 

la esfera sexual la paciente presenta un himen elástico, no existen desgarros a nivel de su 

membrana himenal, el himen permite el paso del pene a través del orificio himenal sin producir 

desgarro; la salida escasa de sangre a nivel del introito vulvar se corresponde con el periodo 

menstrual. 2)Informe de evaluación del entorno social realizado por la Licenciada Mónica 

Culqui Trabajadora Social S.A.I en el que establece que la ofendida se encuentra por su 

condición de salud dentro del grupo de personas vulnerables, de la investigación realizada se 

puede decir que la menor es motivo fácil para que se pueda ser víctima de vulneración de sus 

derechos y de repetir actos de los ya ocurridos que ponen en peligro su integridad, se 

recomienda otorgar medidas de protección y ser ingresada al Programa de Víctimas y Testigos 

de la Fiscalía Provincial de Bolívar a fin de salvaguardar la integridad de la menor.  3) Informe 

de evaluación psicológica, realizada por el Psicólogo Clínico Mauricio Guachilema, determina 

que el objeto de la atención pericial a la menor fue por un presunto delito de naturaleza sexual 

(violación); presenta déficit en la satisfacción de exigencias planteadas para su edad y por su 

grupo cultural en las siguientes áreas: habilidades sociales/interpersonales, habilidades 

académicas, cuidado personal, autocontrol, vida doméstica; en el peritaje se evidencio 
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anticipación temerosa sintomatología que no ha desencadenado ningún trastorno psicológico; 

además, relata haber vivenciado un hecho de naturaleza sexual (violación). 4) Certificación del 

Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades CONADIS por la Dra. Adriana Torres, 

en el que certifica que la niña Esthela Julissa Rea Alucho tiene una Discapacidad Intelectual 

Moderada del 32%. 5) El informe del reconocimiento del lugar de los hechos realizado por el 

Cbop. De Policía Ab. David Cabezas Solano, indica que el lugar se encuentra ubicado en la 

calle Juan José Flores, de la parroquia Guanujo, perteneciente a la ciudad de Guaranda, circuito 

Guanujo, sub-circuito Guanujo 1, en el que se puede observar que las vías públicas son de 

primer orden, con aceras y bordillo, existe normal afluencia peatonal y vehicular, así como 

también hay alumbrado público y por las características se considera una escena serrada. 6) 

Fiscalía solicitó y la Juez otorgó Medidas de Protección establecidas en el Art. 558 del COIP 

numerales 1, 2, 3 y 4, a fin de precautelar la integridad física, psicológica y sexual de la menor: 

1. Prohibición a Carlos Efraín Punina Moposita concurrir al lugar de estudio de E. J. R. A; 2. 

Prohibición a Carlos Efraín Punina Moposita de acercarse a la presunta víctima, en cualquier 

lugar donde se encuentren; 3. Prohibición a Carlos Efraín Punina Moposita de realizar actos de 

persecución o de intimidación a la víctima; 4. Extensión de una boleta de auxilio a favor de la 

presunta víctima. 7) Testimonio Anticipado de la presunta víctima E. F. R. A. en el que a través 

de un interrogatorio ella manifiesta que Carlos Efraín Punina Moposita se encontraba en la 

casa, empezó a hacerle cosquillas, le jalo fuerte de la mano y le fue llevando a otra habitación, 

le hizo acostar en la cama, le saco el pantalón y el interior, el introdujo el pene en su vagina, 

ella no entiende que es tener relaciones sexuales. 

El Artículo 580 del COIP establece que en la fase de “Investigación Previa” se reunirán 

todos los “elementos de convicción de cargo y de descargo”, con los cuales le permite al Fiscal 

saber si formula o no la imputación, en el caso de hacerlo le permitirá al investigado poder 

preparar su defensa. Así mismo en el Artículo 582 manifiesta que durante la investigación el 
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Fiscal deberá receptar las versiones que ayuden a esclarecer los hechos. Es por esto que el Juez 

en la “Audiencia de Formulación de Cargos” menciona que faltan algunas diligencias como es 

el testimonio anticipado del sospechoso, por lo que no se puede caer en indefensión, el Juez 

mantiene en Investigación Previa. 

El Artículo 590 se refiere a la Instrucción y determina que su finalidad es contar con 

todos los “elementos de convicción de cargo y descargo”, que le permita al Fiscal tomar la 

decisión de formular o no una acusación. Así mismo el Artículo 591 establece que “esta etapa 

inicia con la audiencia de formulación de cargos” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). El 

Artículo 592 nos habla sobre “la duración, en la Audiencia de Formulación de Cargos el Fiscal 

podrá determinar el tiempo de la Instrucción Fiscal el cual no podrá exceder de noventa días” 

(2014). El Artículo 594 numeral 1 menciona que cuando el Fiscal cuente con los elementos 

suficientes podrá solicitar “Audiencia de Formulación de Cargos”. 

En efecto, durante la “Audiencia de Formulación de Cargos”, Fiscalía en su facultad da 

inicio a la Instrucción Fiscal en contra de Carlos Efraín Punina Moposita por el delito de 

violación establecido en el: 

“Artículo 171 numeral 1 del COIP, violación: Es el acceso carnal, con introducción 

total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o la introducción, por vía 

vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos distintos al miembro viril, a una persona de 

cualquier sexo. Quien la comete, será sancionada con pena privativa de libertad de 

diecinueve a veintidós años en cualquiera de los siguientes casos: 1. Cuando la víctima 

se halle privada de la razón o del sentido, o cuando por enfermedad o por discapacidad 

no pudiera resistirse. 2. Cuando se use violencia, amenaza o intimidación. 3. Cuando la 

víctima sea menor de catorce años. Se sancionará con el máximo de la pena prevista en 

el primer inciso, cuando: 1. La víctima, como consecuencia de la infracción, sufre una 
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lesión física o daño psicológico permanente. 2. La víctima, como consecuencia de la 

infracción, contrae una enfermedad grave o mortal. 3. La víctima es menor de diez años. 

4. La o el agresor es tutora o tutor, representante legal, curadora o curador o cualquier 

persona del entorno íntimo de la familia o del entorno de la víctima, ministro de culto 

o profesional de la educación o de la salud o cualquier persona que tenga el deber de 

custodia sobre la víctima. 5. La víctima se encuentre bajo cuidado de la o el agresor por 

cualquier motivo, siempre y cuando no constituya violación incestuosa. En todos los 

casos, si se produce la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad 

de veintidós a veintiséis años” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Artículo 87 Constitución de la República del Ecuador, medidas cautelares: Se podrán 

“ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones constitucionales 

de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de 

violación de un derecho” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Entre las atribuciones de la o el fiscal establecidas en el Artículo 444 del COIP en su 

numeral 11 menciona que podrá solicitar al juzgador que dicte medidas cautelares y de 

protección que sean oportunas para la defensa de la víctima; es por ello que en el presente caso 

tanto fiscalía como la defensa de la víctima han solicitado al juzgador que dicte medidas 

cautelares y de protección para E. J. R. A. entre ellas solicitan la prisión preventiva. 

El Artículo 519 es claro en establecer la finalidad que tiene el juzgador de ordenar 

medidas cautelares y de protección, entre ellas: proteger los derechos que tienen las víctimas, 

garantizar la comparecencia de la persona procesada y al cumplimiento de la pena, con ellas 

evitar la destrucción u obstaculización de elementos de convicción, y garantizar la reparación 

integral a las víctimas en el proceso penal. 
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Así como el numeral 9 sobre las reglas de las medidas cautelares y de protección del 

Artículo 520, establece que, en casos de delitos que atenten a la integridad sexual de niñas, 

niños y adolescentes, las medidas de protección serán dictadas de modo inmediato y obligatorio 

por el juzgador. 

De igual manera el Artículo 522 establece que se podrán imponer las siguientes medidas 

cautelares por el juzgador con el fin de asegurar la comparecencia de la persona procesada, 

como son: “1. Prohibición de ausentarse del país. 2. Obligación de presentarse periódicamente 

ante la o el juzgador que conoce el proceso o ante la autoridad o institución que designe. 3. 

Arresto domiciliario. 4. Dispositivo de vigilancia electrónica. 5. Detención. 6. Prisión 

preventiva. Se aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad” (Código Orgánico 

Integral Penal, 2014). 

Con referencia a lo antes mencionado el Artículo 534 del COIP, “finalidad y requisitos. 

– Para garantizar la comparecencia de la persona procesada al proceso y el cumplimiento de la 

pena, la o el fiscal podrá solicitar a la o el juzgador, de manera debidamente fundamentada, 

que ordene la prisión preventiva, siempre que concurran los siguientes requisitos: 1. Elementos 

de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público de la acción. 2. 

Elementos de convicción claros, precisos y justificados de que la o el procesado es autor o 

cómplice de la infracción. En todo caso la sola existencia de indicios de responsabilidad no 

constituye razón suficiente para ordenar la prisión preventiva. 3. Indicios de los cuales se 

desprenda que las medidas cautelares no privativas de libertad son insuficientes y que es 

necesaria la prisión preventiva para asegurar su presencia en la audiencia de juicio o el 

cumplimiento de la pena. Para este efecto, la o el fiscal demostrara que las medidas cautelares 

personales diferentes a la prisión preventiva no son suficientes. En el caso de ordenar prisión 

preventiva, la o el juez obligatoriamente motivará su decisión y explicará las razones por las 

cuales las otras medidas cautelares son insuficientes. 4. Que se trate de una infracción 
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sancionada con pena privativa de libertad superior a un año” (Código Orgánico Integral Penal, 

2014). En los requisitos descritos en los números 1 y 2, el parte policial no constituye ningún 

elemento de convicción ni será fundamentado para solicitar o conceder la prisión preventiva. 

El parte policial es exclusivamente referencial. De ser el caso, la o el juzgador para resolver 

sobre la prisión preventiva deberá tener en consideración si la o el procesado incumplió una 

medida alternativa a la prisión preventiva otorgada con anterioridad en cualquier otra causa.  

Conforme al Artículo antes mencionado tanto Fiscalía como la Defensa han solicitado 

que se dicte prisión preventiva, por otra parte, la Defensa del Procesado ha presentado arraigos 

de domicilio, laboral, antecedentes del ciudadano; para que se dicte prisión preventiva debe 

existir los cuatro requisitos que establece el Art. 534 del COIP, de no existir uno de ellos no se 

puede otorgar este tipo de medida cautelar, teniendo en cuenta a la Constitución, la doctrina y 

los tratados internacionales la prisión preventiva es considerada una medida excepcional y debe 

ser usada cuando otras medidas no cumplan con la finalidad que tiene, asegurar la 

comparecencia del procesado al proceso penal, la reparación integral a la víctima y proteger 

los derechos de las partes. Con respecto a esto se niega la prisión preventiva y conforme al 

Artículo 522 numerales 1 y 2 del COIP se dicta las siguientes medidas cautelares: Prohibición 

a Carlos Efraín Punina Moposita de ausentarse del país para efecto del mismo se oficiará a 

migración y obligación de presentarse una vez a la semana ante la Unidad Penal del cantón 

Guaranda. 

De conformidad al Artículo 599 la instrucción podrá concluir por: “1. Cumplimiento 

del plazo determinado. 2. Decisión fiscal, cuando la o el fiscal considere que cuenta con todos 

los elementos para concluir la instrucción, aun antes del cumplimiento del plazo, siempre y 

cuando no exista petitorios pendientes de la parte procesada. 3. Decisión judicial, cuando 

transcurrido el plazo. La o el fiscal no ha concluido la instrucción” (Código Orgánico Integral 

Penal, 2014). 
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“Artículo 600, dictamen y abstención fiscal. –Concluida la instrucción, la o el fiscal 

solicitara a la o al juzgador señale día y hora para la audiencia de evaluación y 

preparatoria de juicio la que será convocada en un plazo no mayor a cinco días y se 

efectuara en un plazo no mayor a quince días” (Código Orgánico Integral Penal, 2014).  

De conformidad al Artículo 599 y 600 inciso primero del COIP Fiscalía dispone el 

cierre de la “Instrucción Fiscal” y solicita que se señale día y hora a fin de que se lleve a cabo 

la “Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio” (2014). 

“Artículo 601 COIP, etapa de evaluación y preparatoria de juicio. – Tiene como 

finalidad conocer y resolver sobre cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, 

competencia y procedimiento; establecer la validez procesal, valorar y evaluar los 

elementos de convicción en que se sustenta la acusación fiscal, excluir los elementos 

de convicción que son ilegales, delimitar los temas por debatirse en el juicio oral, 

anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de juicio y aprobar los 

acuerdos probatorios a que llegan las partes” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

En este caso, instalada la Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio se consultó a 

los sujetos procesales que se pronuncien acerca de los vicios y cuestiones de procedibilidad, 

prejudiciales, de competencia y sobre la validez del proceso; la defensa del procesado 

menciono que existe causa de nulidad en cuestiones del procedimiento que han afectado a la 

validez procesal, alegando que los siguientes hechos provocarían la nulidad:  

1. Mediante decreto del 03 de marzo del 2017 a fojas 19 momento en el cual la 

fiscal da inicio a la investigación previa, procediendo a notificar en los casilleros 

correspondientes, a partir de la notificación se puede evidenciar que no existe 

escrito alguno presentado por la Defensoría Pública, privándole del derecho a 

la defensa de su defendido. 
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2. El testimonio anticipado de la víctima se practica sin la presencia del 

sospechoso, hecho por el cual se estaría invalidando el testimonio en relación al 

Artículo 610 del COIP el mismo que establece que no se podrá practicar la 

diligencia del testimonio anticipado sin la presencia del procesado, en virtud al 

principio de contradicción e inmediación.  

3. En ninguno de los impulsos fiscales se dispone a receptar la versión del 

sospechoso, contraviniendo el Artículo 5 numeral 21 del COIP y la actuación 

de fiscalía en la tramitación de la causa, violentando de esta manera el derecho 

a la defensa. 

4. Se han violentado las garantías de defensa al solicitar las versiones de la Dra. 

Lorena Ganchala y Dra. Mariela Navas, sin que exista constancia procesal de 

notificación a la defensa del sospechoso. Por lo cual solicita que se declare la 

nulidad a fojas 5 del expediente fiscal. 

Por otra parte, fiscalía se refiere a las causas de nulidad alegadas:  

1. Se notificó al sospechoso a través de la Defensoría Pública al dar inicio a la fase 

de investigación, por lo tanto, no se le ha dejado sin indefensión. 

2. Se ordena el testimonio anticipado al que concurre la defensa del procesado. 

3. Actuando con lealtad procesal al no existir la versión de Carlos Punina es 

posible que se declare la nulidad, pero no solo a costa del fiscal sino del Ab. 

Gino Realpe al ser su ultimo defensor y no haber requerido versión para su 

defendido. 

4. Las versiones rendidas por la Dra. Ganchala y Dra. Navas han sido notificadas 

con antelación al procesado. 
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El Artículo 652 numeral 10 literal c) del COIP, determina que una de las causas que 

vicia el procedimiento y con ello acarrea declarar la nulidad, cuando exista violación del 

trámite, siempre que esto convenga una violación al derecho a la defensa. Conjuntamente el 

numeral 10 establece que se dará lugar a la declaratoria de nulidad cuando exista influencia 

alguna en la decisión del procedimiento. 

En concordancia con el Artículo 604 numeral 2 del mismo cuerpo normativo establece 

que en cuanto a requisitos de procedibilidad, prejudiciales y competencia que puedan afectar a 

la validez procedimental el juzgador podrá declarar la nulidad en los casos que pueda influir 

en la decisión o que provoque indefensión. 

De las evidencias anteriores se puede decir que la alegación de nulidad por la defensa 

del procesado en su punto 3 propuesto, encaja en una causa de nulidad a la afectación del 

procedimiento y violación al trámite, con el que se ha vulnerado el derecho a la defensa, 

dejando en evidencia que no ha existido impulso fiscal para la toma de versión del sospechoso. 

Atendiendo a estas consideraciones el Juez declara la nulidad del proceso al existir un 

vicio de procedimiento que afectado a la validez del del proceso y por haberse violado el 

proceso del trámite, a partir de fojas 20. La nulidad se declara solo a costa de la Fiscal, mas no 

de la defensa, ya que fiscalía es la encargada de solicitar la recepción del testimonio del 

sospechoso. Siendo declarada la nulidad del proceso se revocan las medidas cautelares 

anteriores y quedan efectivas las medidas de protección numeral 2, 3 y 4 del Artículo 558 del 

COIP. 

Por tal efecto se está vulnerando el Derecho a la Defensa, a este respecto la Constitución 

es muy clara en mencionar en su Artículo 76 numeral 7 literal a, b y c. –“El derecho a la defensa 

de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: a) Nadie podrá ser privado del 

derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento. b). Contar con el tiempo y 
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con los medios adecuados para la preparación de su defensa. c). Ser escuchado en el momento 

oportuno y en igualdad de condiciones” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Fiscalía en base al principio de objetividad, Artículo 5 numeral 21 le corresponde 

investigar no solo los hechos que puedan agravar la situación del sospechoso sino atenuantes 

o aquel que pueda extinguir. Siendo necesario a fin de esclarecer los hechos que han sido 

denunciados se recepta la versión de Carlos Efrain Punina Moposita y demás testigos de parte 

del sospechoso.  

Una vez que ha sido receptada la versión del sospechoso, fiscalía solicita que se de la 

“Audiencia de Formulación de Cargos”, aquí Fiscalía resuelve dar inicio a la etapa de 

Instrucción Fiscal haciendo uso de su facultad discrecional la duración de la “Instrucción 

Fiscal” será de 90 días, así como lo establece el Artículo 592 del COIP. En cuanto a las 

alternativas a la prisión preventiva dictadas en la anterior “Audiencia de Formulación de 

Cargos” han garantizado la finalidad del Art. 519 del COIP que es garantizar la comparecencia 

del procesado, en caso de ser incumplidas se dictará prisión preventiva. 

Fiscalía en la “Audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio” fundamenta su dictamen 

acusatorio, en el que acusa a Carlos Efraín Punina Moposita como responsable del delito 

tipificado en el Artículo 171 del COIP, así como anunció los medios de prueba hacer 

practicados en la Audiencia de Juicio. 

“Artículo 604 COIP. - Audiencia Preparatoria de Juicio. – Para la sustanciación de la 

audiencia preparatoria de juicio, se seguirán además de las reglas comunes a las 

audiencias establecidas en este Código, las siguientes: 1. Instalada la audiencia, la o el 

juzgador solicitará a los sujetos procesales se pronuncien sobre los vicios formales 

respecto de lo actuado hasta ese momento procesal; de ser pertinente, serán subsanados 

en la misma audiencia. 2. La o el juzgador resolverá sobre cuestiones referentes a la 
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existencia de requisitos de procedibilidad, cuestiones prejudiciales, competencia y 

cuestiones de procedimiento que puedan afectar a la validez del proceso. La nulidad se 

declarará siempre que pueda influir en la decisión del proceso o provoque indefensión. 

Toda omisión hace responsable a las o los juzgadores que en ella han incurrido, quienes 

serán condenados en las costas respectivas. 3. La o el juzgador ofrecerá la palabra a la 

o al fiscal que expondrán los fundamentos de su acusación. Luego intervendrá la o el 

acusador particular, si lo hay y la o el defensor público o privado de la persona 

procesada. 4. Concluida la intervención de los sujetos procesales, si no hay vicios de 

procedimiento que afecten la validez procesal, continuará la audiencia, para lo cual las 

partes deberán: a) Anunciar la totalidad de las pruebas, que serán presentadas en la 

audiencia de juicio, incluyendo las destinadas a fijar la reparación integral para lo cual 

se podrá escuchar a la víctima, formular solicitudes, objeciones y planteamientos que 

estimen relevantes referidos a la oferta de prueba realizada por los demás intervinientes. 

b) En ningún caso la o el juzgador podrá decretar la práctica de pruebas de oficio. c). 

Solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba, que estén 

encaminadas a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieren prueba. La o 

el juzgador rechazará o aceptará la objeción y en este último caso declarará qué 

evidencias son ineficaces hasta ese momento procesal; excluirá la práctica de medios 

de prueba ilegales, incluyendo los que se han obtenido o practicado con violación de 

los requisitos formales, las normas y garantías previstas en los instrumentos 

internacionales de protección de derechos humanos, la Constitución y este Código. 

d).Los acuerdos probatorios podrán realizarse por mutuo acuerdo entre las partes o a 

petición de una de ellas cuando sea necesario probar el hecho, inclusive sobre la 

comparecencia de los peritos para que rindan testimonio sobre los informes 

presentados. 5 Concluidas las intervenciones de los sujetos procesales la o el juzgador 
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comunicará motivadamente de manera verbal a los presentes su resolución que se 

considerará notificada en el mismo acto. Se conservará la grabación de las actuaciones 

y exposiciones realizadas en la audiencia. El secretario elaborará, bajo su 

responsabilidad y su firma, el extracto de la audiencia, que recogerá la identidad de los 

comparecientes, los procedimientos especiales alternativos del proceso ordinario que 

se ha aplicado, las alegaciones, los incidentes y la resolución de la o el juzgador” 

(Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Según lo establecido en el Artículo 609 del COIP, el juicio es la etapa principal del 

proceso, la cual se sustancia en base a la acusación fiscal.  

“Artículo 614. – Alegatos de apertura. –El día y hora señalados, la o el juzgador, 

instalará la audiencia de juicio oral una vez verificada la presencia de las partes 

procesales. Concederá la palabra tanto a la o al fiscal, la víctima y la o al defensor 

público o privado de la persona procesada para que presenten sus alegatos de apertura, 

antes de proceder a la presentación y práctica de las pruebas” (Código Orgánico Integral 

Penal, 2014). 

Durante la Audiencia de Juicio en el alegato de apertura Fiscalía como la Defensa de la 

víctima postulan que su objetivo es demostrar que se han efectuado parámetros establecidos en 

el Artículo 171 del COIP; la Defensa del procesado menciona en su teoría inicial que va a 

demostrar que su defendido es inocente ya que no se encontraba en el lugar de los hechos y 

que no existe infracción penal.  

De conformidad al Artículo 615 del COIP y bajo los principios dispositivo, inmediación 

y de contradicción, se ha cumplido con las reglas establecidas en la práctica de la prueba. 

Fiscalía por su parte presento prueba testimonial, pruebas documentales; la defensa del 

procesado presento pruebas testimoniales y materiales.  
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De acuerdo con el Artículo 618 del COIP, nos menciona: 

“Concluida la fase probatoria, la o el presidente del tribunal concederá la palabra para 

alegar sobre la existencia de la infracción, la responsabilidad de la persona procesada y la pena 

aplicable, de acuerdo con el siguiente orden y disposiciones: 1. La o el fiscal, la víctima y la o 

el defensor público o privado presentarán y expondrán, en ese orden, sus argumentos o 

alegatos. Hay derecho a la réplica, pero concluirá siempre la o el defensor. 2. La o el presidente 

del tribunal delimitará en cada caso el tiempo de intervención de los argumentos de conclusión, 

en atención al volumen de la prueba vista en la audiencia pública y la complejidad del caso. 3. 

Una vez presentados los alegatos, la o el presidente declarará la terminación del debate y el 

tribunal deliberará, para anunciar la decisión judicial sobre la existencia de la infracción, la 

responsabilidad penal, así como la individualización de la pena” (Código Orgánico Integral 

Penal, 2014). 

Ante lo cual en los alegatos de clausura, fiscalía por su parte menciona, la víctima indica 

que ha sido violada el 11 de enero del 2017 alrededor de las 7 horas lo cual ha sido corroborado 

por los testimonios de los peritos en la prueba material, existe contradicción en el testimonio 

del procesado, la madre y el ingeniero (testigos del procesado), por lo que solicita se emita 

sentencia condenatoria por haber adecuado su conducta al Artículo 171 del COIP contra el 

señor Carlos Efraín Punina Moposita; la defensa de lo victima concuerda con lo mencionado 

anteriormente, los detalles mencionados en los testimonios son poco creíbles y contradictorios; 

la Defensa del procesado, al respecto expresa que a pesar de ser un himen elástico el perito 

debe establecer la presencia de equimosis o huellas al tratarse de un hecho violento, por lo que 

fiscalía no actúa con objetividad, la presunta víctima menciono que le agarro a la fuerza de las 

manos y la tía menciono que no hay ningún tipo de lesión en sus muñecas, además el Dr. 

Mauricio Guachilema determino que no se desencadeno trastorno psicológico alguno, por el 

testimonio no se ha comprobado que se ha violentado la seguridad de la casa, menciona que su 
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defendido ha sido claro en indicar las actividades que realizo el día de dicho acto con lo que 

corroboraron los testigos, por lo que solicita se ratifique el estado de inocencia de su defendido. 

“En virtud al Artículo 619 del COIP. – Decisión. – La decisión judicial deberá contener: 

1. Referencia a los hechos contenidos en la acusación y la defensa. 2. La determinación 

de la existencia de la infracción y la culpabilidad de la persona procesada. La persona 

procesada no podrá ser declarada culpable por los hechos que no consten en la 

acusación. 3. La individualización de la responsabilidad penal y la pena de casa una de 

las personas procesadas. 4. Una vez declarada la culpabilidad y la pena, el juzgador 

dispondrá la reparación integral de la víctima siempre que esta sea identificable. De 

igual manera, la o el juzgador podrá ordenar las medidas cautelares que estime 

necesarias para asegurar el cumplimiento de la pena” (Código Orgánico Integral Penal, 

2014). 

Por las consideraciones expuestas anteriormente, el Tribunal de Garantías Penales de 

Bolívar, resuelve: Declara culpable con grado de Autor del delito tipificado en el Artículo 171 

inciso primero, numeral 1 en concordancia el Artículo 42.1 literal a y 47 numeral 11 del COIP 

a Carlos Efraín Punina Moposita, imponiéndole la pena privativa de libertad de veintinueve 

años cuatro meses, siendo descontado el tiempo que ha permanecido detenido por la misma 

causa; una multa de $600 SBU y la reparación integral de $500,00 dólares de los Estados 

Unidos de América, se dispone el tratamiento psicológico a la víctima en el Ministerio de 

Inclusión Social (MIESS). 
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2.2. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL CASO 

 

2.2.1 Debido Proceso 

El debido proceso es una garantía constitucional, del cual depende la seguridad jurídica 

del país, pues garantiza una correcta administración de justicia, su finalidad es hacer respetar 

los derechos fundamentales de cada persona; siendo “el mecanismo de aplicación de los 

principios y garantías del derecho constitucional, penal y procesal” (Jimbo, 2012). 

“El debido proceso consagrado en el artículo 76 de la Constitución de la República del 

Ecuador, reconoce a las personas el derecho al debido proceso y a una justicia sin dilataciones, 

como un derecho civil fundamental por su gran trascendencia social para que las personas como 

seres sociales desenvuelvan su actividad en un ambiente de seguridad y se sientan protegidos 

por el Estado cuando en sus múltiples interrelaciones sociales tanto con los demás asociados 

como con los órganos, dependencias e instituciones del poder público, surjan controversias por 

conflicto de intereses o por cualquier otra causa”. (Abarca, 2002) 

“Para el profesor Jorge Zavala Baquerizo, el debido proceso: es aquel que se inicia, 

desarrolla y concluye respetando y haciendo efectivo los presupuestos, principios y normas 

constitucionales, legales e internacionales, aprobadas previamente, con la finalidad de alcanzar 

una justa administración de Justicia”. (Baquerizo, 2002) 

Para María Rodríguez Vela el debido proceso lo define como “un principio legal, 

jurídico y procesal, por el cual el Estado debe respetar los derechos que posee una persona y 

las garantías mínimas dadas por la ley tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo 

dentro de un proceso y a permitir tener oportunidad de ser oído y a hacer valer nuestras 

pretensiones legítimas frente al juez, siendo que el debido proceso se ha interpretado 

frecuentemente como un límite a las leyes y a los principios fundamentales de la imparcialidad, 

justicia y libertad” (Rodriguez, 2018). 
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La Real Academia de la Lengua Española define al debido proceso como: 

“El derecho de toda persona a un proceso en el que se respeten los principios y las 

garantías de naturaleza procesal consagrados constitucionalmente: imparcialidad de 

juez, publicidad del proceso, posibilidad de asistencia de abogado, prohibición de 

dilaciones indebidas y utilización de los medios de prueba pertinente” (REAL 

ACADEMIA ESPAÑOLA, 2022).  

El debido proceso constituye un límite entre el derecho y la arbitrariedad al momento 

de administrar justicia, siendo así los jueces están obligados a respetar las garantías que 

conforman el debido proceso en sus actuaciones; con el fin de poner un freno legal hacia los 

atropellos e injusticias (Paredes, 2018). y así brindar seguridad jurídica a cada uno de los 

ciudadanos. (Gozaíni, 2000). 

En este sentido Adrián Moncayo considera que: 

“El derecho constitucional del debido proceso es una agrupación de aquellas garantías 

que protege a las personas que se encuentran inmersos dentro de un proceso, teniendo 

como base fundamental los principios libertad e igualdad, en cuento se vuelve de 

carácter obligatorio de los actos controvertidos, sujetándose a las leyes, normas y 

procedimientos previamente establecidos, que son usados por los juzgadores, para 

poder realizar una motivación suficiente en cada una de sus sentencias y resoluciones, 

siendo importante el buen manejo de una herramienta esencial como lo es la 

Constitución e incluso los instrumentos internacionales” (Moncayo, 2020). 

Es importante mencionar que el debido proceso es un derecho constitucional y un 

derecho humano, por lo que es uno de los pilares fundamentales en el sistema jurídico 

ecuatoriano ya que debe ser aplicado en todas las instancias procesales en base a la igualdad.  

El Artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece: 
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“Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

cualquier otro carácter. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda 

persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas” (CADH, 1969). 

Para tal efecto el artículo antes mencionado incluye garantías que deben ser cumplidas 

para que toda persona en igualdad de condiciones pueda defenderse garantizando el 

cumplimiento a respetar la totalidad de sus derechos, es decir el derecho al debido proceso 

legal.   

2.2.2 Principios que contemplan el debido proceso penal 

El COIP menciona que “El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros 

establecidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados 

por el Estado u otras normas jurídicas, se regirá por los siguientes principios:” (Código 

Orgánico Integral Penal, 2014).  

Duda a favor del reo 

Es conocido como indubio pro-reo lo cual significa toda duda debe resolverse a favor 

del reo, si el juez o el tribunal tras valorar las pruebas y tener dudas sobre la culpabilidad del 

acusado, la decisión judicial deberá ser a favor del acusado.  

El COIP menciona que “la o el juzador, para dictar sentencia condenatoria, debe tener 

el convencimiento de la culpabilidad penal de la persona procesada, más allá de toda duda 

razonable” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Martín Huertas define a este principio cómo: 
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 “El principio in dubio pro reo comprende un patrón explicativo en lo tocante de que se 

ha analizado todo el componente acreditativo, en el sentido de que el órgano jurisdiccional 

mantiene alguen tipo de vacilación dentro del razonamiento, este tendra la labor de solucionar 

sin indecisión en auxilio del procesado, con el fin de llegar a obtener una sentencia  ratificatora 

de inocencia dependiendo del método que es aplicado por parte de la defensa” (Huertas, 2014). 

Es importante mencionar que su aplicación práctica se basa en el principio de inocencia, 

por lo que contituye una garantía o un derecho fundamental para el procesado; el tribunal de 

garantías penales no debe condenar al acusado, cuando se deduce que en las pruenas hay duda 

razonable, esto va más allá de ese razonamiento de culpabilidad de la persona procesada. 

Inocencia 

El principio de inocencia también ha sido considerado como presunción de inocencia 

el cuál constituye un derecho humano garantizado en la Declaración de los Derechos del 

Hombre y del Ciudadano: “Puesto que cualquier hombre se considera inocente hasta no ser 

declarado culpable, si se juzga indispensable detenerlo, cualquier rigor que no sea necesario 

para adoptarse de su persona deber ser severamente reprimido por la Ley” (DDHC, 1789, art. 

9).  

Es el principio fundamental que ampara a todo individuo de ser considerado inocente  

mientras no exista sentencia ejecutoriada en su contra en el que se declare su culpabilidad, en 

este sentido la Constitución en el Artículo 76.2 garantiza: “Se presumira la inocencia de toda 

persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución 

firme o sentencia ejecutoriada” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Así mismo el COIP establece “Toda perdona mantiene su estatus jurídico de inocencia 

y debe ser tratada como tal, mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario” 

(Código Orgánico Integral Penal, 2014). 
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Tanto la normatva constitucional como legal garantiza un estado de inocencia, en el 

que obligan a la parte acusadora demostrar la culpabilidad de la persona 

Según el tratadista ecuatoriano José García Falconí, considera que la presunción de 

inocencia es: 

“El derecho que tienen todas las personas a que se considere a priori como regla general 

que ellas actúan de acuerdo a la recta razón comportándose de acuerdo a los valores, 

principio y reglas del ordenamiento jurídico, mientras un juez competente no adquiera 

la convicción a través de los medios de prueba legal, de su participación y 

responsabilidad en el hecho punible determinado por una sentencia firme y fundada, 

obtenida, respetando todas y cada una de las reglas del debido y justo proceso, todo lo 

cual exige aplicar las medidas cautelares previstas en el proceso penal y especialmente 

la prisión preventiva en forma restrictiva, para evitar el daño de personas inocentes 

mediante la afectación de sus derechos fundamentales” (Falconí, 2009).  

Para Luigi Ferrajoli, considera que: 

“Si la jurisdicción es la actividad necesaria para obtener la prueba de que un sujeto ha 

cometido un delito, hasta que esa prueba no se produzca mediante un juicio regular, 

ningún delito puede considerarse cometido y ningpun sujeto puede ser considerado 

culpable ni ser sometido a pena” (Ferrajoli, 2008).  

Eduardo Bermúdez Corone, citando a Julio B. Maier sostiene que:  

“El principio no afirma que el imputado sea, en verdad, inocente, es decir, que no haya 

participado en la comisión de un hecho punible. Su significado consiste, en cambio en 

atribuir a toda persona un estado jurídico que exige el trato de inocente, sin importar 

para ello, el hecho de que sea, realmente, cumplable o inocente por el hecho que se le 
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atribuye, el imputado no tiene necesidad de construir su inocencia, ya construida de 

antemano por la presunción que lo ampara” (Coronel, 2001). 

La presunción de inocencia se aplica específicamente a la persona que recibe una 

acusación, es una presunción legal porque admite prueba en contrario, esta presunción es 

destruida cuando existe resolución firme o sentencia condenatoria ejecutoriada. No basta con 

que se presuma la inocencia de una persona sino que debe ser tratada como tal, es por ello que 

la presunción de inocencia es considerada uno de los principios más importantes con los que 

cuentan los particulares para protegerse de la posible arbitariedad de la actuación de los jueces 

al momento de ejercer el ius puniendi. Por lo cual no solo es un principio del debido proceso 

sino una garantía que poseemos las personas a la dignidad, libertad, honra y buen nombre. 

Igualdad 

Por regla general, toda persona es igual ante la ley y se encuentra garantizado su 

derercho en el Artículo 11.2 de la Constitución “Todas las personas son iguales y gozarán de 

los mismos derechos, deberes y oportunidades” (Constitución de la República del Ecuador, 

2008). este principio tiene relación con el principio de contradicción, el cual permite a los 

sujetos procesales ejercer su defensa en igualdad de condiciones con los mismos derechos 

procesales  y de oportunidad. 

Así mismo el Artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

establece  

“Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que éste sujera a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 

sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
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social, posición económica, nacimiento o calquier otra condición social” (CADH, 

1969). 

Junto a este principio de no discriminación la Convención Americana establece en su 

Artículo 24 que “todas las personas son iguales ante la ley”. 

El Jurista Benigno Cabrera en su obra titulada Teoría General del Proceso y de la 

prueba, considera al principio de igualdad cómo aquel que “se desenvuelve en todo juicio con 

la parida de oportunidades que la legislación instituye para el demandante y para el demandado, 

lo mismo que para el sindicado y el ministerio público” (Acosta, 1982). 

“El principio de igualdad encarna uno de los pilares de toda sociedad organizada y de 

todo Estado Constitucional; la igualdad empieza a renocerse a partir de la idea de que todo los 

seres humanos somos dignos y merecemos un mismo trato” (Ávila, 2008) 

Este principio es garantizta de las partes procesales, para que gocen de medios de 

defensa, de los mismos derechos y posibilidades, es por ello que el COIP establece:  

“Es obligación de las y los servidores judiciales para hacer efectiva la igualdad de los 

intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a 

aquellas personas que, por su condición económica, física o mental, se encuentren en 

circunsatancias de vulnerabilidad” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Impugnación procesal 

El COIP establece que “toda persona tiene derecho a recurrir del fallo, resolución o auto 

definitivo en todo proceso que se decida sobre sus derechos, de conformidad con lo establecido 

en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos y 

este Código” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 
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Se puede decir que la impugnación procesal es una etapa en la que se puede objetar 

actos y escritos de la otra parte que pudiesen llegar hacer actos de discución, como las 

resoluciones judiciales, la ley brinda la posibilidad de impugnar sentencias, autos y 

resoluciones, para que dentro de los tres días contados a partir de la notificación de la sentencia, 

se pueda interponer recurso alguno. 

Las leyes nos brindan el poder de inconformarnos a través de la impugnación procesal, 

con el fin de que se puede revertir alguna injusticia o errores en el proceso, “Los jueces y 

acad+emicos deben construir un instrumento definitivo y eficar, para la protección de los 

Derechos Fundamentales”. (Sanchez, 2014) 

El objetivo principal de la impugnación procesal es la reinvindicación de la justicia a 

través de una revisión al proceso o actos procesales, y servir como soporte para resolver 

problemas que se presenten cuando existan vacios en la legislación.  

Frente a la posibilidad de que exista equivocación por parte del juzgador o por 

actuaciones apartadas al debido proceso, la vía de la impugnación procesal busca la certeza 

mediante el control de las decisiones del juez, por iniciativa de los litigantes. Es por ello que la 

impugnación procesal busca afianzar la seguridad jurídica y la confianza de los ciudadanos al 

sistema de administración de justicia estableciendo el procedimiento legal para que las 

decisiones que sean tomadas por los jueces sean sometidas a una revisión por un tribunal 

superior. 

Prohibición de empeorar la situación del procesado 

Este principio tiene su fundamentación en el Artículo 77. 14 de la Constitución el cual 

establece que en todo proceso penal se deberá observar la siguiente garantía: “Al resolver la 

impugnación de una sanción, no se podrá empeorar la situación de la persona que recurre” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
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Es así que el COIP establece que “al resolver la impugnación de una sanción, no se 

podrá empeorar la situación de la persona procesada cuando esta es la única recurrente” 

(Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Este principio también es conocido como Reformatio in pejus, Ricardo Vaca Andrade, 

en su obra Derecho Procesal Penal Ecuatoriano, considera:  

“No se puede empeorar la situación del procesado que hubiere impugnado mediante 

recurso el fallo del inferior que le es desfavorable, siempre y cuando hubiere sido el 

único recurrente. Se habla de empeorar la situación del procesado, pero luego se 

restringe únicamente a empeorar la situación del procesado, pero luego se restringe 

únicamente a empeorar la sanción impugnada” (Vaca, 2020). 

Es decir, el principio Reformatio in Peius no es otra cosa que, la impugnación no puede 

derivarse a un perjuicio a quien haya decidido hacer uso de su derecho para intentar mejorar su 

condición en el proceso; es importante que quien recurra lo haga con seguridad jurídica, de lo 

contrario desnaturalizaría la esencia del mismo recurso presentado.  

Prohibición de autoincriminación 

En épocas pasadas la persona imputada era sometida a métodos de tortura e inhumanos 

para conseguir la confesión a sus delitos, hoy en día este tipo de métodos está prohibido, el reo 

puede acogerse al derecho al silencio, ninguna persona puede ser forzada a efectuar evidencia 

contra sí mismo. 

“El derecho a la no autoincriminación está estrechamente vinculado con la presunción 

de inocencia y el derecho a una defensa justa, siendo éstos los que dan origen al derecho a la 

no autoincriminación; así, acogerse al derecho al silencio y no decir lo que pueda ser usado en 

su contra, siendo una forma de defensa pasiva, ya que se ejerce desde la inactividad del sujeto 

y en favor de evitar que exista un nexo directo entre el hecho delictivo y el acusado, situación 
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que deberá ser analizar por el juzgador en el análisis de pruebas de cargo y de descargo” 

(Quispe, 2017). 

En este contexto, surge el derecho a la no autoincriminación, lo que implica que el 

imputado no puede ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable. (Pérez, 

2017) 

El COIP es claro en este sentido y menciona “ninguna persona podrá ser obligada a 

declarar contra sí mismo en asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal” (Código 

Orgánico Integral Penal, 2014). 

“Derecho a la autoincriminación garantiza a no ser obligado a declarar contra sí mismo, 

y el derecho de guardar silencio, a no responder contra sí mismo o contra otro, a abstenerse de 

responder sobre interrogatorios investigativos y declaraciones” (Iñiguez, 2014).  

Este principio permite que el acusado no sea obligado a declarar en su contra, la 

declaración que se realiza de forma voluntaria por parte de la persona procesada en favor de su 

propia defensa, al mismo que se puede convertir en una prueba que no favorezca al normal 

desenvolviendo del proceso. 

Oralidad 

El principio de oralidad tiene su garantía consagrada en la Constitución de la República 

del Ecuador en el artículo 168 numeral 6, el cual establece que, “la sustanciación de los 

procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo mediante el 

sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008).  

El proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las decisiones se tomarán en 

audiencia; se utilizarán los medios técnicos disponibles para dejar constancia y registrar las 



56 
 

actuaciones procesales; y, los sujetos procesales recurrirán a medios escritos en los casos 

previstos en este Código. 

La oralidad es considerada como uno de los principios más importantes para el proceso 

penal, ya que este le permite que exista un mejor entendimiento e interpretación para quienes 

hacen justicia, debido al contacto directo que tiene las partes, abogados, fiscal y el juzgador. 

“El sistema oral como tal, busca tutelar y determinar las actuaciones de las partes con 

la finalidad de llegar a cumplir con la necesidad de que el Estado resuelva sus controversias, 

pero todo esto enmarcado dentro del fin último del derecho, que es la justicia; así, a la oralidad 

en la administración de justicia, no sólo se la debe mirar como una herramienta que sirva para 

agilizar los procedimientos judiciales sino, por el contrario, que permita alcanzar este fin último 

del derecho que es la justicia” (Lara, 2016). 

Eduardo Jauchen, considera que, 2la oralidad es el medio que implica la expresión de 

viva voz como forma más directa de comunicación entre las partes. Esta forma de 

manifestación constituye la regla, prácticamente sin excepción, para la realización del debate, 

de su integridad. El principio impone que sólo puede sustentar la sentencia lo que ha sido 

regularmente incorporado al debate en forma oral” (Jauchen, 2014). 

Claus Roxin menciona que “el principio de oralidad tiene la ventaja de la expresividad, 

frescura y rapidez, pero tiene como consecuencia los peligros de la falta de atención y del 

olvido. Es por eso que tiene como principios conexos al principio de inmediación y 

concentración” (Roxin, 2000). 

“La tramitación de los procesos según el sistema oral conlleva: el predominio de la 

palabra hablada, la transparencia, ser inmediatos, ser rápidos y contrastables fácilmente; es 

importante el contacto directo con los sujetos procesales y los medios de prueba: la oralidad es 

la manifestación natural y originaria del pensamiento humano, tiene mayor capacidad 
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expresiva; permite la reducción de los costos y el tiempo procesal […] evita la corrupción de 

los jueces” (Páez, 2004). 

“El proceso oral busca dar mayor eficacia y eficiencia a través de la concentración y 

celeridad del mismo; además, determina que el procedimiento sea directo por la interrelación 

del juez con las partes, así permite que el juzgador o el tribunal pueda apreciar con mayor 

agilidad y veracidad los elementos probatorios y documentos de las partes, el juez participa en 

la exposición de pruebas, interactúa con las partes, conoce directa y claramente sus 

afirmaciones, por lo que las entiende de una mejor manera y puede discernir y valorar las 

mismas, su resolución final será motivada en base a lo que haya escuchado y evidenciado en 

el proceso” (Flores, 2004). 

“La oralidad permite economizar tiempo y proximidad de espacio; pues no se puede 

dilatar el trámite y hacerlo interminable. Con la oralidad no se puede abusar como en el sistema 

escrito” (Baca, 1994). 

Concentración 

Para Eduardo Couture concentración implica: “una pugna por aproximar los actos 

procesales unos a otros, concentrando en breve espacio de tiempo la realización de ellos” 

(Couture, 1990). 

Según el criterio de Hernando Devis Echandía, el principio de concentración es aquel 

que complementa al principio de economía procesal, “tiende a que el proceso se realice en el 

menor tiempo posible y con la mejor unidad" (Echandía H. , 1979). 

De la misma manera, para Enrique Véscovi señala que el “principio de concentración 

tiene como fin reunir toda la actividad procesal en la menor cantidad de actos y a evitar la 

dispersión, lo cual, por otra parte, contribuye a la aceleración del proceso” (Vescovi, 1999). 
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La o el juzgador realizará la mayor cantidad de actos procesales en una sola audiencia, 

abordando cada tema adecuadamente y adoptando las resoluciones respectivas, que contribuye 

a la celeridad y a la economía procesal. 

El objetivo de este principio es que todas las actividades procesales en la investigación 

se desarrollen sin interrupciones, en forma continua hasta llegar a su final, facilitando la 

aplicación de los demás principios procesales. 

Este principio procesal tiene como fin unificar la mayor cantidad de actos procesales 

en un número reducido de audiencias, simplificando las diligencias judiciales y se comprometa 

la aceleración. El juez puede tomar la decisión de prescindir de pruebas que considere inútiles 

para el proceso, para que no existan dilataciones innecesarias, así se podrá obtener una 

sentencia inmediata. 

El principio evade la desorganización, imposibilita el surgimiento de cualidades que se 

dirigen en otras trayectorias y el sobrante de energía. De esta manera lo que agrupa concentra 

en un exclusivo y magnifico sacrificio, en una sola y extraordinaria labor, se agrupan la 

sensibilidad en un único objetivo llamado justicia (Baca, 1994).  

Contradicción 

El COIP establece que “los sujetos procesales deben presentar, en forma verbal las 

razones o argumentos de los que crean asistidos; replicar los argumentos de las otras partes 

procesales; presentar pruebas; y, contradecir las que se presenten en su contra” (Código 

Orgánico Integral Penal, 2014). 

 

José María Asencio considera que en: 

“El empleo del principio de contradicción en la diligencia de la audiencia se certifica 

que los sujetos sin importar su condición, puede este acceder al juicio, además de la 
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probabilidad de escuchar a los dos sujetos que intervienen de forma previa y en lo 

tocante con las resoluciones y sentencias que les alcanzare a fallar” (Asensio, 2004). 

Para el tratadista Guillermo Cabanellas: 

“El principio de contradicción en lo procesal obliga a las partes a facilitar al 

tribunal los hechos o medio de prueba necesarios para la resolución” 

(Cabanellas, Diccionario Jurídico Elemental, 1979). 

Es por ello que es necesario tener en cuenta todos los medios de prueba, ya que es la 

única forma en la que podemos aclarar y refutar ya sean acciones u omisiones que se le imputen 

al procesado. 

En este sentido las partes procesales tienen derecho a contradecir ya sean pruebas de 

cargo o de descargo, denuncias o acusaciones, alegatos, o cualquier otro acto que garantice su 

derecho a la defensa y al debido proceso.  

Este principio se emplea destacadamente en las operaciones orales ya que de esta 

manera se da paso a fundamentos de forma conjunta, de cargos y descargo, demostraciones, 

justificaciones. Al principio de contradicción se lo puede observar como la juntura de 

contrarios en un dispositivo procesal (Páez, 2004). 

“Para Salazar Torres el principio de contradicción inmiscuye: “la característica esencial 

de un juicio oral y público es la contradicción, por lo tanto, es preciso que las partes tengan la 

formación adecuada para cuestionar y objetar en el juicio, tanto en los aspectos argumentativos 

iniciales (planteamiento de hipótesis, acusación y defensa) y en los interrogatorios, como en 

las conclusiones y alegatos finales” (Torres, 2002). 
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Motivación 

Prevista como una garantía del debido proceso establecida en la Constitución Artículo 

76. 7 literal I) refiere a la obligación que tienen los óranos jurisdiccionales, de fundamentar su 

decisión, precisando la normativa legal y los principios del debido proceso.  

José Chiovenda menciona que la motivación: “Es la manifestación de la demanda de 

en concreto, expresando con más precisión, la resolución que ha llegado el juzgador que ratifica 

existencia o no de la voluntad resumida en la ley derivada en el conficto” (Chiovenda, 1990). 

El jurista ecuatoriano Jorge Zavala B. manifiesta que:  

“La motivación es en esencia un ejercicio lógico que se desenvuelve en torno a la 

pretensión, es decir de lo que se exige. El juzgador a la hora expresar su decisión con 

una sentenciar este debe manifestar, a los sujetos parte y a ciudadanía, los motivos que 

han alcanzado para dar su resolución, de manera inmutable en la parte central de la 

sentencia... en el caso de ser necesario o desechar la petición punitiva, los juzgadores 

en el amplio sentido de poner en relación con el derecho objetivo… dicho de otra 

manera, en el evento que el juzgador considere la petición punitiva, así como la 

motivación o fragmento lógico de la resolución o sentencia se estima importante 

razonar  las orígenes de la eficacia y de la cuantía de la pena, por lo tanto, los 

argumentos en los que se funda la imposición la elevada, no puede ocurrir que se da 

paso a una conmutación , en su desperfecto, se le impone una penal disminuida o 

atenuada. Dentro de la motivación de la sentencia se deberá adherirse la exposición de 

los fundamentos para así determinar eficacia de la pena o, por el contrario, el 

razonamiento para la aplicación de ciertas medidas de protección por el transcurso del 

tiempo en relación a la ejecución de la pena impuesta” (Zabala, 1990). 
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En los casos en que llegare faltar motivación las resoluciones serán consideras nulas, 

los principios de celeridad y economía procesal se aplicarán observando la garantía de 

motivación.  

El juzgador al pronunciarse en audiencia sobre la ratificación de inocencia o declarar 

la culpabilidad de la persona es necesario que motive y explique las razones lógicas y jurídicas 

de su decisión en la misma audiencia. 

Es así que el Juez ha de explicar cuáles son los hechos sobres los cuales se debatió en 

juicio y lo llevaron a una convicción fáctica sobre su decisión, al igual debe explicar cuál de 

las pruebas producidas durante el juicio fueron las que le ofrecieron dicho estado de certeza y 

convicción, deberá explicar los fundamentos de derecho en los que se basó para sostener 

legalmente su resolución judicial.   

2.2.3 Investigación Previa 

En nuestro ordenamiento jurídico la investigación previa se encuentra tipificada en el 

Artículo 580, esta fase tiene como finalidad reunir todos los elementos de convicción de cargo 

y de descargo, los cuales le permiten al fiscal formular o no la imputación, de ser así el 

investigado tiene la posibilidad de preparar su defensa. 

“La Fiscalía es quien dirige la investigación pre procesal y procesal penal, además 

interviene hasta la finalización del proceso previo que se está indagando. Esta etapa pre 

procesal se la denomina como “investigación previa”, cuyo procedimiento es sistemático, 

reflexivo, minucioso, exhaustivo y crítico, que tiene por objeto final descubrir o interpretar los 

hechos relacionados con los investigados. El fiscal será quien determine la materialidad de la 

infracción y la responsabilidad del investigado” (Tobar, 2012). 

El Jurista Ricardo Vaca A.  en su obra titulada Manual de Derecho Procesal Penal, 

señala que:   
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La investigación previa se la denomina pre-procesal o investigación preparatoria, está 

establecida por los hechos que se desempeñan de forma previa es decir antes de que se de inició 

el proceso de carácter penal y que valgan para establecer una base con consistencia a la decisión 

o disposición de practicar la acción penal (Vaca, 2003).  

El COIP en el Artículo 585, establece “la duración de la investigación previa, no podrá 

superar los siguientes plazos, contados desde la fecha de su inicio, los delitos sancionados con 

pena privativa de hasta cinco años durará hasta un año” (2014). Y en los delitos con una pena 

mayor a cinco años durará hasta dos años. En los casos que el Fiscal considere que no 

constituye delito o no cuenta con los elementos de convicción suficientes podrá dar por 

terminada la investigación antes del plazo (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

2.2.4 Procedimiento Ordinario 

2.2.5 Etapas del Procedimiento 

Art. 589.- Etapas. -El procedimiento ordinario se desarrolla en las siguientes etapas: 

1. Instrucción 

2. Evaluación y preparatoria de juicio 

3. Juicio 

“Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa” 

La Convención Americana de los Derechos Humanos establece como una de sus 

garantías judiciales en el Artículo 8 que toda persona inculpada de un delito tiene derecho de 

“contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa”.  

Esta garantía se encuentra consagrada en el Artículo 76, numeral 7, letra b) de la 

Constitución: 

“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
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básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: b) 

Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

En este sentido es necesario contar con el tiempo para preparar la defensa el cual se 

regirá en los plazos que señale la ley que deben ser aplicados en las diferentes fases del 

procedimiento; por otra parte, los medios adecuados para ejercer la defensa: versión libre y 

voluntaria sin juramento al investigado, derecho al silencio, oposición, contradicción 

probatoria, derecho a la defensa. 

Derechos del sospechoso en la investigación previa 

Tiene su base legal en la Constitución de la República en el Artículo 76, numeral 7: 

“a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 

procedimiento. b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 

defensa. c) Ser escuchados en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. d) Los 

procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. Las partes podrán 

acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento. e) Nadie podrá ser 

interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía General del Estado, por una 

autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un defensor 

público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto” (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008).  

De la misma manera el Artículo 77 de la misma norma jurídica establece el derecho de 

toda persona a la defensa incluye: 

“a) Ser informada, de forma previa y detallada, en su lengua propia y en lenguaje 

sencillo de las acciones y procedimientos formulados en su contra, y de la identidad de la 

autoridad responsable de la acción o procedimiento. b) Acogerse al silencio. c) Nadie podrá ser 



64 
 

forzado a declarar en contra de sí mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su 

responsabilidad penal” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Principio de Igualdad de Armas 

El principio de igualdad de armas es un mandato esencial que consiste en que “cada 

parte procesal debe contar con la oportunidad razonable para poder presentar su caso, bajo 

condiciones igualitarias, sin poner en desventaja con respecto a su oponente. Este principio se 

ha caracterizado como un componente principal de un juicio equitativo y por lo tanto se vuelve 

parte del foco principal del “derecho a la defensa y al debido proceso”. 

La igualdad de armas tiene como objeto ser garantista para que el acusado como el 

acusador tengan igualdad de posibilidades para ejercer sus derechos y que tengan las 

posibilidades necesarias para que exista un equilibrio de poderes y que se respeten sus intereses. 

Situándose como un mecanismo de paridad de lucha y de igualdad de trato entre los sujetos 

procesales con la justicia dentro del proceso. 

El principio de igualdad de armas es considerado como una exigencia basada en el 

principio de contradicción, de igual manera se encuentra inmerso en el derecho a la tutela 

judicial efectiva y forma parte de un proceso con todas las garantías del derecho a la defensa. 

El cual se vulnera cuando el legislador crea privilegios o posibilidades procesales que se niega 

a la parte contraria. 

Este principio consiste en que cada parte debe tener la oportunidad para poder presentar 

su caso, bajo condiciones de igualdad y sin ponerse en desventaja con la parte adversa, la 

igualdad de armas entra en desventaja cuando se afecta a la justicia del proceso. 
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Carga de la prueba 

El “Onus Probandi” es aquel que define la responsabilidad que tiene cada una de las 

partes en su actuar probatorio con el fin de satisfacer la certeza que debe tener el juez al instante 

de establecer sentencia.  

La carga de la prueba se convierte en un deber de los abogados litigantes, al instante en 

que se realiza el anuncio los medios probatorios, como nivel alcanza notabilidad para el 

juzgador al momento de la terminación del caso, justamente cuando el juzgador hace un cálculo 

equiparación general entre los hechos fundamentados y los probados por lo que se convierte 

en un puntual intervalo de tiempo cuando el juez decide si concede o no a la petición 

(Rosemberg, 1956).  

“Monagas se refiere de la siguiente forma: La carga de la prueba determina lo que cada 

parte tiene interés de probar para obtener éxito en el proceso, es decir, cuales, hechos, entre los 

que forman el tema de la prueba en el proceso, necesitan cada una que aparezca probados para 

que sirvan de fundamento a sus pretensiones o excepciones” (Monagas, 2005). 

Es importante mencionar que cuando nos referimos a la carga de la prueba el estado 

jurídico del imputado goza de inocencia, reconocida por la Constitución, el acusado es 

considerado inocente hasta que se demuestre su culpabilidad mediante sentencia condenatoria 

la cual debe ser ejecutoriada. 

Al existir una presunción de inocencia a favor del acusado, la carga de la prueba 

corresponderá a la acusación. El Estado representado por Fiscalía tiene la obligación de 

esclarecer los hechos y esto conduce a la parte acusadora quien será encargada de probar la 

veracidad de los hechos afirmados por su parte.  

En este sentido Herrera menciona que “la titularidad de la carga de la prueba en materia 

procesal penal es de quien acusa, es decir de la Fiscalía”.  
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El Dr. Jorge Zavala Baquerizo considera que la carga en materia procesal penal debe 

ser considerado como una necesidad que tienen las partes procesales para introducir dentro del 

proceso penal las pruebas que justifique su posición, para llegar a una historia verídica. El 

acusador particular o el Fiscal en exigencia de sus imputaciones son los que deben cargar los 

elementos que prueben la verdad del delito cometido (Baquerizo, 2000). 

Omisiones sobre puntos de derecho 

El Artículo 140 del Código Orgánico de la Función Judicial establece: 

“Art. 140.- Omisiones sobre puntos de derecho. – La jueza o el juez debe aplicar 

el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las 

partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no podrá ir más allá del 

petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados 

por las partes. Esta última disposición no será aplicable cuando en esta forma se 

puedan vulnerar derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos” (Código Orgánico de la Función Judicial, 

2009). 

Este primer inciso se acoge al proverbio latino “iura novit curia”, el cual implica que 

el juzgador tiene el compromiso de señalar la norma jurídica aplicable de acuerdo a la 

controversia, cuando las partes no lo han hecho o lo han hecho de manera equívoca. 

De esta manera la Constitución de la República establece: 

“Art. 426. –Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la 

Constitución. Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores 

públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que san más favorables a 
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las establecidas en la Constitución, aunque las partes no las invoquen expresamente” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

“Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de 

derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá alegarse 

falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la vulneración de los 

derechos y garantías establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta 

en su defensa, ni para negar el reconocimiento de tales derechos” (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

El tratadista destacado Devis Echandía manifiesta lo siguiente: 

“Los elementos de derecho que las partes suministran al juez, al citar en la demanda las 

normas en que cree el demandante apoyar sus pretensiones y en los escritos de 

excepciones el demandado, o en los alegatos de ambos, no tienen ninguna aplicación 

para la materia de la congruencia, en razón de que de que el juzgador mantiene una 

absoluta libertad en la aplicación del derecho y las normas que lo contiene” (Echandía 

D. , 1985). 

Rol del Juez en el Sistema Garantista de Derechos 

La Constitución Ecuatoriana establece que a las juezas y jueces tiene la facultad de 

administrar justicia con sujeción a la norma suprema, bajo principios y reglas, es por ello que 

son garantistas de derechos, en su calidad de representantes de la función jurisdiccional, su 

jurisdicción y competencia se hallan enmarcados en las leyes y reglamentos, de los que depende 

la aplicación de sus funciones (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Las juezas y jueces de garantías penales son los encargados de garantizar los derechos 

del ofendido y del procesado durante la etapa de la instrucción fiscal, debe dar cumplimiento a 
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las normas del debido proceso que se encuentran consagradas en la Constitución y en los 

Tratados Internacionales ratificados por el Estado. 

El Rol del Juez Garantista se le ha otorgado la obligación de proteger los derechos que 

la Constitución se encuentra consagrada a todas las personas, no solo a ser espectador de 

irregularidades, ejerciendo un rol protector y que las transgresiones a estos derechos no se 

hagan dentro del marco de lo que la ley lo determina, el Juzgador es aplicador de la 

Constitución. (Velástegui, 2017) 

El Dr. Ricardo Vaca A. señala que el juzgador en el procedimiento debe ocupar el lugar 

de garante “observando que las acciones de la Policía Judicial y del Fiscal no violen los 

derechos fundamentales de la persona procesada” (Vaca, 2020). 

Tutela Judicial Efectiva  

Es uno de los derechos fundamentales consagrado por la Normativa Constitucional, los 

“Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos” y las Leyes; a través del cual el 

ciudadano puede acudir a los órganos jurisdiccionales, quienes serán los encargados de 

escuchar al inculpado y hacer valer cada uno de los principios del debido proceso; su 

incumplimiento será sancionado por la ley. 

La tutela judicial efectiva es el derecho que tenemos todas las personas para poder 

acudir a un tribunal en procura de obtener justicia, este derecho nos permite acudir al órgano 

jurisdiccional en protección de un derecho que ha sido vulnerado, es un postulado de la 

seguridad jurídica. 

Es garantizado por el Artículo 76 de la Constitución, en el que dispone las siguientes 

garantías:  

1. “Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial garantizar el cumplimiento 

de las normas y los derechos de las partes 
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2. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías 

3. Ser juzgado por una juez o juez independiente, imparcial y competente. Nadie será 

juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el 

efecto” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Así mismo se encuentra garantizado por el campo internacional, por la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el Artículo 8 numeral 1 establece: 

“Toda persona tiene derecho a ser oído, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal, formulada 

contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 

laboral, fiscal o de cualquier otro carácter” (CADH, 1969, art. 8.1). 

Francisco Balaguer considera que la tutela judicial efectiva “por un lado, el derecho al 

libre acceso a la jurisdicción, el derecho a obtener un fallo de los jueces y tribunales y el derecho 

a que el fallo se cumpla, y, por otro, el derecho a un proceso debido con todas las garantías” 

(Callejón, 2003). 

Elementos de la Tutela Judicial Efectiva 

• Derecho de acceso a un juez 

• Sentencia motivada 

• Que la sentencia se cumpla 

Con estas evidencias podemos comprobar que la tutela judicial efectiva es un derecho 

esencial de cada individuo en todo proceso judicial, que garantiza y orienta a un recto sendero 

de justicia. La tutela judicial efectiva no se acaba solo con el acceso al sistema judicial, sino 

que también necesita que se cumpla la garantía del proceso, cuyo epicentro es el derecho a la 

defensa. 
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Derecho a la defensa 

“La defensa general es el derecho subjetivo que el Estado entrega a toda persona para 

que, en un momento determinado, pueda exigir la protección para sus bienes jurídicos e 

intereses antes y durante el desarrollo de un proceso. La defensa en sentido restringido es 

aquella que le corresponde al demandado en un proceso civil, o al acusado en un proceso penal, 

para oponerse a las pretensiones que se exhibe en dichos procesos por parte del demandante o 

del acusador, oficial, particular o privado respectivamente” (Baquerizo J. Z., 2002). 

El derecho a la defensa es uno de los principios más transcendentales del “debido 

proceso” y por esto que se encuentra contemplado en el Artículo 76 numeral 7 de la 

Constitución y es reconocido por la “Convención Americana sobre Derechos Humanos” en el 

Artículo 8 y por el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” Artículo 14 numeral 

3 literal d). 

Esto incluye varias garantías como son: nadie puede ser privado de este derecho en 

ninguna de las etapas o grados del procedimiento; contar con el tiempo y con los medios 

adecuados; ser escuchado en el momento oportuno en igualdad de condiciones; los 

procedimiento sean públicos; nadie puede ser interrogado sin la presencia de su abogado 

particular o defensor público; en caso de personas que no hablen el idioma castellano ser 

asistido por un traductor o interprete; libre comunicación con su abogado defensor; contradecir 

las pruebas de la contraparte; no ser juzgado dos veces por la misma causa y materia; los 

testigos y peritos comparezcan a rendir su interrogatorio; a ser juzgado por su juez natural, 

independiente e imparcial; las resoluciones de los poderes públicos sean motivadas, de lo 

contario son nulas dichas resoluciones; y a recurrir el fallo en todos los procedimientos. 

“#No puede funcionar sistema alguno de justicia judicial, en ninguna de sus ramas, que 

represente una verdadera tutela para la persona humana, si el derecho procesal no establece las 
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normas imperativas a que deben someterse los procesos y por lo tanto el ejercicio del derecho 

de defensa para actos y demandados o imputados y procesados, con sus facultades y derechos 

subjetivos procesales, sus cargas y deberes, sus oportunidades de ejercicio, los instrumentos 

para hacer real y práctica la igualdad en el proceso” (Echandía H. , 1979). 

Para el tratadista Manuel Jaén Vallejo considera el derecho a la defensa como: 

“El derecho fundamental de defensa se integra con todo un catálogo de derecho 

fundamentales, que reconoce principalmente la asistencia de letrado, la cual tiene como 

finalidad asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y 

de contradicción. Se trata así de evitar desequilibrios entre las partes, que podrían 

originar indefensión” (Vallejo, 2006).  

Para este tratadista es un derecho fundamental ya que su objetivo es que exista igualdad 

de derechos entre los sujetos partes y contradictoria, que no exista desequilibrios en ninguna 

de las etapas procesales, es por esto que el derecho a la defensa se halla amparado por la 

Constitución porque toda persona tiene el acceso a la defensa justa bajo el patrocinio de un 

profesional del derecho. 

En este contexto la finalidad que tiene el derecho a la defensa no radica únicamente en 

la protección de los derechos fundamentales, sino que va más allá de eso, en busca de la verdad. 

Seguridad Jurídica 

El Artículo 82 de la normativa constitucional establece el derecho a la seguridad 

jurídica el cual menciona: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 

Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 

autoridades competentes” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

La Corte Constitucional del Ecuador ha señalado: 
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“La seguridad constituye un conjunto de condiciones, de medios y procedimientos 

jurídicos eficaces, que permiten desarrollar la personalidad de los ciudadanos en el 

ejercicio de sus derechos sin miedo, incertidumbres, amenaza, daños o riesgos, lo cual 

crea un ambiente de previsibilidad, no solo sobre el comportamiento ajeno, sino del 

comportamiento propio, y provoca protección frente a la arbitrariedad y a la vulneración 

del orden jurídico, provocadas no solo por el Estado, sino también por particulares” 

(Corte Constitucional, Sentencia», No. 0035-09, 2009). 

Agustín Luna en su obra sobre la seguridad jurídica la define como una: 

“exigencia fundamental del derecho que se expresa como principio fundamental o 

básico, cuya trascendencia se cifra en informar el ordenamiento jurídico y presidir la 

conducta de los poderes públicos y que se articula sobre y se manifiesta en un conjunto 

de varios principios como son, entre otros, los de legalidad, jerarquía normativa, 

publicidad e irretroactividad de las normas y responsabilidad e interdicción de la 

arbitrariedad de los poderes públicos” (Serrano, 2015). 

En el Ecuador al tener un régimen constitucional de un Estado de derechos y justicia, 

en el cumplimiento de la seguridad jurídica los órganos de administración pública les 

corresponden reverenciar el principio de jerarquía de la norma, empleándoles en “orden 

jerárquico constitucional” al existir contradicción o alteración con otra norma; al poder judicial 

le corresponde brindar el derecho de la tutela judicial efectiva, así como el control de legalidad. 

Sin la existencia de seguridad jurídica el Estado perdería una parte sustancial de su razón de 

existir. 

Violación 

La Constitución adoptará algunas medidas en cuanto a delitos sexuales, el Artículo 46. 

4 establece:  
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“Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o de 

cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones. Las 

acciones y las penas por delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas 

víctimas sean niñas, niños y adolescentes serán imprescriptibles” (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

Al igual que el Artículo 66 de la misma normativa constitucional establece en el 

numeral 3: 

“El derecho a la integridad personal, que incluye: a) La integridad física, psíquica, 

moral y sexual. b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El estado 

adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de 

violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, 

personas adultas mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación 

de desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la 

esclavitud y la explotación sexual” (Constitución de la República del Ecuador, 2008).  

En el COIP se determina al tipo penal violación en el Artículo 171: 

“Es el acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, 

anal o vaginal; o la introducción, por vía vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos 

distintos al miembro viril, a una persona de cualquier sexo. Quien la comete, será 

sancionado con pena privativa de libertad de diecinueve a veintidós años en cualquiera 

de los siguientes casos: 1. Cuando la víctima se halle privada de la razón o del sentido, 

o cuando por enfermedad o por discapacidad no pudiera resistirse. 2. Cuando se use 

violencia, amenaza o intimidación. 3. Cuando la víctima sea menor de catorce años. Se 

sancionará con el máximo de la pena prevista en el primer inciso, cuando: 1. La víctima, 

como consecuencia de la infracción, sufre una lesión física o daño psicológico 



74 
 

permanente. 2. La víctima, como consecuencia de la infracción, contrae una 

enfermedad grave o mortal. 3. La víctima es menor de diez años. 4. La o el agresor es 

tutora o tutor, representante legal, curadora o curador o cualquier persona del entorno 

íntimo de la familia o del entorno de la víctima, ministro de culto o profesional de la 

educación o de la salud o cualquier persona que tenga el deber de custodia sobre la 

víctima. 5. La víctima se encuentre bajo cuidado de la o el agresor por cualquier motivo, 

siempre y cuando no constituya violación incestuosa. En todos los casos, si se produce 

la muerte de la víctima se sancionará con pena privativa de libertad de veintidós a 

veintiséis años” (Código Orgánico Integral Penal, 2014). 

Para el diccionario de la Real Academia Española define a la palabra violación como: 

“Delito que comete quién accede carnalmente por vía vaginal, anal o bucal a una 

persona mayor de 14 años, empleando fuerza o intimidación o estando la víctima 

privada de sentido o aprovechándose el autor de su incapacidad para oponerse, o 

abusando de la enajenación o trastorno mental de la víctima; o quien accediera 

carnalmente por vía vaginal anal o bucal a una persona menor de 14 años” (REAL 

ACADEMIA ESPAÑOLA, 2022). 

Entorno a lo expuesto el delito de violación se consuma al momento que existe acceso 

carnal por vía vaginal, bucal o anal, o si se ha introducido objetos en las áreas mencionadas, 

siendo un elemento indispensable para que se constituya el tipo penal es que se ejerza violencia 

o amenazas hacia el sujeto pasivo, es decir hacia la víctima. 

 

 

 



75 
 

2.3. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN 

1. ¿Qué sanción se le daría al Fiscal al no receptar la versión del presunto investigado en 

la fase de investigación previa? 

2. ¿Se respetó en todo el procedimiento el derecho a la defensa? 

3. ¿Qué tratamiento recibió la presunta víctima al pertenecer a un grupo de personas 

vulnerables? 

4. ¿Se garantizó dentro del procedimiento todos los principios del debido proceso 

establecidos en la normativa Constitucional? 

5. ¿Se aplicó el principio de motivación al declarar la culpabilidad? 

RESPUESTAS 

1. En el caso de estudio se da una nulidad a la afectación del procedimiento y violación al 

trámite, con el que se ha vulnerado el derecho a la defensa, dejando en evidencia que 

no ha existido impulso fiscal para la toma de versión del sospechoso. Atendiendo a 

estas consideraciones el Juez declara la nulidad del proceso al existir un vicio de 

procedimiento que afectado a la validez del proceso y por haberse violado el proceso 

del trámite, a partir de fojas 20. La nulidad se declara solo a costa de la Fiscal, mas no 

de la defensa, ya que fiscalía es la encargada de solicitar la recepción del testimonio del 

sospechoso. 

2. No ha sido respetado el derecho a la defensa del procesado en la fase de investigación 

previa, aquí es donde se reunirán todos los elementos de convicción de cargo y de 

descargo, con los cuales le permite al Fiscal saber si formula o no la imputación, en el 

caso de hacerlo le permitirá al investigado poder preparar su defensa. El Fiscal deberá 

receptar las versiones que ayuden a esclarecer los hechos. Es por esto que el Juez en la 

“Audiencia de Formulación de Cargos” menciona que faltan algunas diligencias como 
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es el testimonio anticipado del sospechoso, por lo que cae en indefensión y se vulnera 

el derecho a la defensa. 

3. Al momento en el que el Juez da su resolución menciona que se dispone el tratamiento 

psicológico que deberá recibir la víctima en el Ministerio de Inclusión Social (MIESS). 

4. No ha sido garantizado el principio de objetividad, el cual establece que la o el fiscal 

adecuará sus actos a un criterio objetivo y a la correcta aplicación de la ley, respetando 

los derechos que tienen las personas. Y será el encargado de investigar no solo los 

hechos y circunstancias que funden o que agraven la responsabilidad de la persona 

procesada, sino que también los que atenúen o extingan de responsabilidad. 

5. La decisión se encuentra debidamente motivada tal como lo establece la Constitución 

de la República del Ecuador en su Art. 76 en todo proceso en el que se determine 

derechos y obligaciones de cualquier orden que asegurará el derecho al debido proceso 

que incluirá garantías básicas. Y, además, está establecido en el numeral 7 literal l) del 

mismo artículo el cual es claro en mencionar que las resoluciones de los poderes 

públicos deben ser motivadas, no existirá motivación si en las resoluciones no se 

enuncian normas o principios jurídicos en los que se base su decisión.  
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CAPITULO III 

 

3. DESCRIPCIÓN DEL CASO INVESTIGADO 

 

3.1. REDACCIÓN DEL CUERPO DEL ESTUDIO DE CASO 

 

El presente estudio de caso tuvo como objeto analizar la causa N° 02281-2017-00270G, 

por el delito de violación en la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda, respecto a la 

vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela Judicial Efectiva y Seguridad Jurídica que cuenta 

el procesado, y el uso de aspectos jurídicos, normativos y doctrinales de origen nacional e 

internacional, referentes al objeto de estudio. 

De acuerdo al objeto de estudio, fue necesario iniciar con un análisis de la causa en 

mención, para lo cual fue imprescindible un profundo entendimiento a cada uno de los hechos 

suscitados, mismos que iniciaron con una denuncia presentada por la tía de la presunta víctima. 

3.2 METODOLOGÍA 

 

La metodología que ha sido aplicada en el presente estudio de caso es el Método del 

Caso, el cual es un método de investigación aplicado a las áreas jurídicas y sociales, su objetivo 

es centrar su estudio en el análisis de un caso real, con el fin de poder extraer información con 

la que podemos correlacionar con la problemática abordada. Para poder recopilar la 

información necesaria que nos ayudará a la sustentación y realización de los objetivos 

propuestos el presente estudio de caso se enmarcó dentro de los siguientes tipos de 

investigación: 

3.2.1. Metodología de la Investigación 

 

Se aplicará el método científico ya que es un conjunto de conocimiento lógicos y 

sistematizados que, a través de una serie de pasos ordenados, me permitirá llevar adelante un 
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estudio adquiriendo nuevos conocimientos que me facilitará para el desarrollo de la 

investigación y alcanzar los objetivos plasmados en el mismo. 

• Método Documental. El método de investigación documental es una técnica 

que se encarga de obtener información a través de la recopilación y análisis de 

fuentes como libros, revistas, periódicos, bibliografías, etc. Esta metodología ha 

sido aplicada con el fin de obtener información que pueda ayudar al investigador 

a sustentar la fundamentación teórica obteniendo un conocimiento real que 

debió haber sido aplicado en este caso por parte de Fiscalía. Consecuentemente 

es fundamental en la aplicación del desarrollo del estudio de caso, ya que es 

posible identificar información relevante para la investigación a través de leyes, 

jurisprudencia, doctrina, tratados internacionales, entre otros. Siendo 

importante incluir referencias bibliográficas de todas las fuentes utilizadas en 

este estudio de caso permitiéndome acceder a información original, 

garantizando precisión de los resultados obtenidos.  

• Método Descriptivo.  El método de investigación descriptivo consiste en la 

descripción, comprensión, análisis y estudio de la situación vivida por los 

sujetos en el proceso judicial, y las circunstancias que llevaron al tribunal a 

declarar la culpabilidad del procesado y cómo la actuación de Fiscalía puede 

llegar a vulnerar el derecho a la defensa del procesado. 

• Método Cualitativo. El método de investigación cualitativa se encarga de 

extraer las características y las cualidades que tiene el objeto de estudio, que nos 

permita llegar a una comprensión absoluta del caso. Este método ha sido de gran 

ayuda en el proceso analítico referente a la intervención de la administración de 

justicia al momento de realizar sus funciones. 
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CAPITULO IV 

 

4. RESULTADOS 

4.1. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

En el presente apartado se presentará el resultado de la investigación realizada, respecto 

al estudio de la causa N° 02281-2017-00270G por el delito de violación. Es importante 

mencionar que el artículo 171 del COIP se refiere a violación, cómo: “el acceso carnal con 

introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o la introducción, 

por vía vaginal o anal de objetos, dedos u órganos distintos al miembro viril, a una persona de 

cualquier sexo” (Código Orgánico Integral Penal, 2014).  

Para llegar a la comprensión de la problemática abordada en el presente estudio de caso, 

es importante entender que el objetivo propuesto fue analizar la causa N° 02281-2017-00270G, 

por el delito de violación en la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda, respecto a la 

vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela Judicial Efectiva y Seguridad Jurídica que cuenta 

el procesado, para lo cual fue imprescindible requerir de aspectos jurídicos, normativos y 

doctrinarios referentes a la problemática abordada de origen nacional e internacional, se 

recopiló información suficiente para sustentar el objetivo planteado. 

La causa en la que se centra el presente estudio de caso, se refiere a un delito de 

violación plasmado en el artículo 171 del COIP, presuntamente cometido por un sujeto 

indeterminado hombre mayor de edad en contra de una mujer menor de edad y con el 32% de 

discapacidad, el delito fue alertado por la tía de la menor cuando presento su denuncia ante 

Fiscalía.  

El nexo causal el caso objeto de estudio se determina por parte de los jueces del Tribunal 

luego del análisis correspondiente de todo el anuncio probatorio aportado por parte de la 

Fiscalía, se establece la relación entre la infracción y la persona procesada, en donde se ha 
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valorado el testimonio anticipado de E.J.R.A,  donde la menor victima ha narrado en forma 

clara los hechos ocurridos, el día 11 de enero del 2017 luego de que la menor salió a realizar 

una consulta, regresa a su cuarto, al abrir la puerta se encontraba Carlos Punina Moposita había 

en la casa, mientras la menor se disponía a dormir, Carlos Punina Moposita se puso a hacer 

cosquillas luego le haló de la mano y la fue llevando arrastrando hasta la otra puerta, la amarcó, 

la hizo acostar en la cama le sacó el pantalón, el interior, él se abrió el cierre, y se subió encima 

de la víctima y la violo, testimonio que pese a su discapacidad intelectual (32%) se le advierte 

creíble, ya que una persona con ese grado de discapacidad no es manipulable, como así también 

lo confirmó el Dr. Mauricio Guachilema, pues al tratarse de un delito de naturaleza  sexual, no 

se cuenta con testigos directos que observen el acto, por lo que se considera a los delitos de 

naturaleza sexual como delitos ocultos, el testimonio se encuentra respaldado con lo referido 

por la tía Olga Mercedes Rea Quingaguano persona que observó al procesado el día 12 de enero 

de 2017, en el interior de su domicilio, conversó con él, incluso le reconoció en la sala de 

audiencias, y refiere que Carlos Punina Moposita frecuentaba la casa y sabia quedarse a dormir 

en la misma, y a quien E.J.R.A le refirió que fue violada sexualmente por Carlos Punina.  

El nexo causal tiene como fin determinar la relación entre la infracción y la persona 

procesada, los fundamentos que son aportados por las partes deberán ser acompañados por un 

medio de prueba y jamás por presunciones, una vez resulta las presunciones y cruzado el 

lumbral de cualquier duda generada, y no siendo posible desvirtuar los hechos sucedidos el día 

12 de enero del 2017, por parte del procesado a fin de se valore su estado de inocencia y rompa 

la acusación de culpabilidad en su contra.  

El análisis de los jueces que permitió valorizar la culpabilidad  y la responsabilidad de 

la persona procesada, se fundamenta en que no existiendo pruebas que desvaloricen aquellas 

pruebas que han sido aportadas por Fiscalía, dentro de la manifestación de la verdad procesal 

de la causa por violación a menor de edad con discapacidad, siendo la verdad procesal ya que 



81 
 

se ha manifestado en la relación de los hechos por lo que se alza  la  declaración de  la  víctima  

u ofendida como prueba incriminatoria en dicho testimonio anticipado ha señalado que el acto 

sexual se dio sin su consentimiento. 

En tal sentido la imparcialidad de los magistrados del Tribunal que han llegado a la 

determinación de que la declaración de la víctima es en definitivas pruebas incriminatorias en 

función de que ha cometido un acto de naturaleza sexual a una menor de edad con discapacidad 

sin su consentimiento. En razón de aquello la Corte Nacional de Justicia ya se ha manifestado 

mediante la jurisprudencia, en que se ha determinado que la declaración de la víctima 

constituye un elemento probatorio adecuado o idóneo para construcción de la convicción del 

juzgador con el objeto de poder destruir la presunción “iuris tan tum de inocencia” por lo que 

además es posible llegar a una plena convicción de los hechos aun cuando sea la declaración 

de la víctima la única aprueba que llegare a incriminar a la persona procesada en los casos de 

índole o naturaleza sexual.  

En una opinión crítica a lo manifestado por la Corte Nacional de Justicia, sobre la 

valoración de la declaración de la víctima como prueba base y fundamental en relación con los 

delitos  sexuales, es importante llegar a la comprensión de que se debe analizar tal testimonio 

sin que por ellos constituya un acto de revictimización de la víctima, para ello es blanco de 

atención y de estudio por la parte técnica y científica que ayude al juzgador a tener una 

compresión sobre cuestiones de carácter especificada por lo que la pericia de credibilidad del 

testimonio, en el caso de estudio se puntualiza por parte de peritos psicológicos que siendo la 

victima una persona con una discapacidad del 32% no puede fantasear con actos de naturaleza 

sexual, porque para ellos significaría un coeficiente intelectual más elevado del que posee la 

víctima, en función de aquello el Dr. Mauricio Guachilema, manifiesta que ha llegado a la 

conclusión que la declaración se advierte creíble.  
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Se evidencia en el presente estudio de caso la inadecuada actuación de Fiscalía, en el 

que se ha dejado de efectuar diligencias básicas para el pleno ejercicio del derecho a la defensa, 

se ha inobservado las reglas establecidas en el Código Orgánico Integral Penal, es así que se 

ha contravenido el principio procesal contemplado en el Artículo 5 numeral 21 del código 

mencionado, no ordenando notificar a rendir versión al sospechoso, dado el caso se está 

vulnerando el principio de objetividad y como tal tiene afectación en el derecho a la defensa 

provocando indefensión, ya que esta versión puede influir en la decisión del proceso. 

Análisis e interpretación de la información 

El presente análisis de caso Teórico- Dogmático, con la finalidad de realizar un análisis 

minucioso y una interpretación detallada, el mismo que ha sido ejecutado en el informe final, 

el cual es fundamentado jurídicamente. 
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4.2 IMPACTO DE LOS RESULTADOS 

Es importante que este análisis aporte a los administradores de justicia en la aplicación 

de las garantías consagradas en la Constitución, en los Instrumentos Internacionales y en las 

leyes, con la finalidad de que exista un mejor manejo del debido proceso, del derecho a la 

defensa y de la seguridad jurídica. 

La comprensión de los principios, el entendimiento de los principios permite que se 

pueda entender de mejor manera las reglas, todas las reglas procesales están ahí por una razón, 

en el mundo del derecho se han identificado dos sistemas procesales que son el sistema 

inquisitivo y el sistema acusatorio, la fiscalía no tenía el rol que tiene hoy por hoy y es a partir 

del año 2001 que entra en vigencia el Código de Procedimiento Penal en el cual se establece la 

vigencia del sistema acusatorio que es como se desarrolla el proceso penal en el Ecuador.  

La Organización de los Estados Americanos dentro de su papel fundamental en el 

desarrollo jurídico de respeto de los derechos en constante evolución, en el proceso de 

evangelización del sistema acusatorio el cual permite un sistema acusatorio democratizante, en 

ese sentido al manifestar una voluntad del órgano jurisdiccional al decidir que el Fiscal dentro 

de la investigación no ha creído oportuno conocer lo que el investigado tiene que manifestar 

respecto de la investigación que se ha iniciado en su contra, vulnerando de esta manera 

derechos y principios, rompiendo las reglas procesales, básicos y constitucionales, los derechos 

que se han vulnerado al investigado teniendo esa denominación porque un no ha sido 

formulado cargos porque el juzgador ha querido dar un paso hacia atrás en la evolución que ha 

tenido el sistema de justicia del país, al indicar cuál es el trabajo que debe realizar la Fiscalía, 

diciendo no dar inicio a la etapa procesal de instrucción fiscal, porque no se realizado la 

diligencia por parte del señor Agente Fiscal de toma de versión al investigado, se tiene que 

recordar que la formulación de cargos, es potestad exclusiva de la Fiscalía, que ni siquiera el 

de la defensa de la persona investigada puede reusarse o negarse frente a tal decisión, y es un 
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error que el juzgador decida no iniciar la etapa de instrucción fiscal, que inicia con la 

formulación de cargos, porque el fiscal no ha solicitado la comparecencia del investigado para 

que rinda su versión, juez no tiene ninguna atribución ni para aceptar ni para negar la 

formulación de cargos. 

Como se puede dilucidar se está frente a la una vulneración de derechos de doble vía 

tanto de quien ejerce su rol de acusador como de quien tiene la potestad de juzgar y hacer 

ejecutar lo juzgado. Dentro del respeto de los derechos como parte de la concepción de la 

Constitución de la República del Ecuador siendo este un estado constitucional de derechos y 

justicia social.  

La lógica del principio dispositivo en el sistema procesal penal es una parte principal 

del principio acusatorio, en el que el principio dispositivo trata de que el juez para garantizar 

la imparcialidad solo tiene que resolver en función de lo que le llevan las partes, por eso es que 

el juez tiene una prohibición de realizar acciones de practicar prueba, eso también significa que 

el juez no pueda tomar decisiones más allá de los acuerdos que lleguen las partes. 

En el caso de estudio se evidencia la vulneración del derecho a la defensa, tutela judicial 

efectiva y el derecho al debido proceso penal, en concordancia con las acciones y omisiones 

del órgano investigador y jurisdiccional violando el derecho a un juicio justo.  
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CONCLUSIONES 

En base al análisis realizado en la causa objeto de estudio se concluye que: 

En la causa N° 02281-2017-00270G, por el delito de violación establecido en el art. 

171 inciso primero numeral 1 del COIP se conoció la actuación del órgano investigador y del 

órgano jurisdiccional que genero la vulneración al Derecho a la Defensa, Tutela Judicial 

Efectiva y Seguridad Jurídica del procesado desde el inicio del proceso penal ya que no se 

permitió la aplicación de un principio fundamental como es de la contradicción que abre la 

posibilidad de dar una contestación y contradecir de todas las acusaciones hechas en su contra 

lo que acarrea un efecto en cadena de violación de principios y derechos, así como también de 

una falta grave del sistema en que se fundamente toda la administración de justicia. Se ha 

llegado a esta conclusión después de una ardua argumentación jurídica y doctrinaria en el que 

el derecho a la defensa es un derecho fundamental e imprescindible en un debido proceso, la 

Constitución menciona que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa 

o grado del procedimiento, bajo esta premisa el juzgador tiene el deber de acoger medidas que 

sean necesarias para garantizar el derecho a la defensa del procesado. 

En la fase de investigación previa se evidencio que Fiscalía en los impulsos fiscales no 

ha dispuesto la recepción de la versión del sospechoso, actuación que ha violado el derecho a 

la tutela judicial efectiva por parte de los operadores de justicia en este caso Fiscalía ha dejado 

de efectuar diligencias básicas para el pleno ejercicio del derecho a la defensa. La tutela judicial 

efectiva en este estudio de caso ha sido de gran importancia para garantizar a las personas el 

acceso a la administración de justicia y que los administradores deben adecuar sus obligaciones 

a los parámetros constitucionales, para la plena satisfacción de esta garantía. La tutela judicial 

efectiva no se acaba solo con el acceso al sistema judicial, sino que también necesita que se 

cumpla la garantía del proceso, cuyo epicentro es el derecho a la defensa. 



86 
 

En consecuencia, se evidencia la importancia de que se garantice el derecho al debido 

proceso y las garantías que en este están contenidas en el art. 76 numeral 7 de la Constitución 

de la República del Ecuador, además en los derechos humanos, la imparcialidad, contradicción 

y la objetivad, que de manera clara establece que en el ejercicio de su función el o la fiscal 

adecuara sus actos a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a los 

derechos de las personas. Se encargará de investigar no solo actos que agraven la 

responsabilidad de la persona procesada, sino los que eximan o atenúen de responsabilidad.  
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